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V.Violación de los derec ho s
hum a nos de la mujer como
re sul t ado de la legislac i ó n
pun it iva en materia de aborto

A .I N T RODUCCIÓN 

La legislación pun it iva y re st ric t iva del aborto en El Sa lvador, re sul t ado del
pr oce so que cond ujo a la reforma legal y const ituc ional en los años 1998 y 1999,
const ituye una violación a los derec hos hum a nos de las mujeres a la luz de lo s
t r a t ados de derec hos hum a nos de la mujer reconoc idos tanto a nivel nac iona l
como internac ional por el Est ado sa lvadore ñ o.

Esta legislación y su implemen t ac i ó n , jun to con dis po sic iones de los código s
de Sa lud,249 de Fa m il ia250 y del Código Civ il ,251 bri ndan pr otección espec í fica al
fe to, c rea ndo una tensión en t re el reconoc i m ien to de los derec hos otorg ados a éste
y los derec hos reconoc idos a nivel nac ional e internac ional a la mujer. La
pena l i z ación del aborto con t ribuye a de s dibujar la pr otección de los derec hos de
la mujer, v iola ndo con ello derec hos garantizados por la Const itución sa lvadore ñ a
y por tratados internac iona les ratificados por este pa í s, en t re los que están: el
derec ho de las mujeres a la vida , la libert ad y la seguridad; el derec ho a la sa lud; el
derec ho a la integridad física y el derec ho a la intimidad . En este ca p í tulo se
con tem pla la norm a t iva nac ional de pr otección de los derec hos de la mujer pa r a
ilustrar que la pena l i z ación y la implemen t ación de las últimas reform as aten t a n
contra los derec hos de la mujer reconoc idos en la legislación interna sa lvadore ñ a.
Asi m ismo se de st acan los derec hos reconoc idos a nivel internac ional que viola la
norm a t iva pun it iva en materia de aborto y el ámbito de re s ponsabil idad
i n ternac ional del Est ado sa lvadore ñ o. Adic iona l men te, se ñ a la mos el
i nc um pl i m ien to de los com pr om isos asum idos por el gobierno sa lvadoreño en
dos import a n tes con ferenc ias internac iona les convocadas por Nac iones Un idas: la
Con ferenc ia In ternac ional sobre Población y De sa rr ollo (CIPD ), celebr ada en El
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Cairo en 1994, y la Cua rta Con ferenc ia Mundial sobre la Mujer (CC MM ),
celebr ada en Bei jing en 1995.

Como se de s prende de esta secc i ó n , el Est ado sa lvadoreño ha violado gr a n
pa rte de las dis po sic iones y pri nc i pios con ten idos en las fuen tes nac iona les e
i n ternac iona les de derec hos hum a nos al no incorporar las medidas apr opiadas y
nece sa rias para garantizar que todos sus ciudada nos y ciudada nas, sobre todo las
m ujeres jóvene s, sol ter as y de bajos rec urso s, puedan ejercer sus derec ho s
re pr od uc t ivos en general y el derec ho al aborto en pa rt ic ula r.

B.L E G I S L ACIÓN Y POLÍTICAS NACIONALES DE
P ROTECCIÓN A LA MUJER SALVA D O R E Ñ A

Aun q ue se apr oba r on reform as al Código Penal y a la Const itución pa r a
el i m i nar la po sibil idad de acce so a un aborto leg a l , el Est ado sa lvadoreño est á
obl ig ado por la Const itución y la legislación nac ional a pr oteger los derec ho s
funda men t a les de la mujer.

1. Constitución Pol í tic a

La Const itución de El Sa lvador pr otege el derec ho de toda persona a la vida ,
la libert ad, la seguridad, la just ic ia soc ial y a “ser pr otegida en la conservación y
defensa” de estos derec ho s ;252 además est ablece que todas las personas son igua le s
a n te la ley y que no habrá re st ricc iones basadas en raza, sexo ni rel igi ó n.253

Incorpora a su vez dis po sic iones acerca de la pr otección del derec ho a la sa lud y
en umera garantías de ca r á c ter un iversal tales como la pre sunción de la inocenc ia
de cua l q uier persona que no haya sido debida men te pr oce sada. La legislac i ó n
contra el aborto viola todos estos derec hos y garantías const ituc iona le s.

a. De re c ho a la vida

Las reform as del Código Penal sobre aborto niegan la pr otección de la vida a
las mujeres sa lvadore ñ as, q ue se ven privadas de este derec ho funda mental y se ven
obl ig adas a ponerla en rie sgo cua ndo, a causa de la pena l i z ac i ó n , se pr ac t ica n
abortos en malas condic ione s. El Est ado viola el derec ho a la vida de la mujer al
dar prioridad al fe to y asigna rle mayor pr otección jur í dica. En efec to, la
pr oh ibición del aborto es la causa di recta de una de las más altas tasas de
mor bil idad y mort a l idad materna en La t i noa m é rica.25 4

b. De re c ho a la libe r tad, a la segur idad y a la integ r idad físic a
La Const itución también garantiza los derec hos a la libert ad, a la seguridad y

a la integridad física de las ciudada nas sa lvadore ñ as media n te los que se pr otege la
autonomía re pr od uc t iva de la mujer.255 El derec ho a la libert ad indiv id ual inc luye
la pr otección de la autonomía en las dec isiones sobre la vida re pr od uc t iva y aba rca
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la ca pac idad de la mujer para dec idir por sí misma el número e interva lo en t re sus
h i jos e hijas, y contar con los medios para ejerc itar este derec ho. Por lo tanto, el
Est ado debe ab stenerse de intervenir en la toma de dec isiones de una mujer ya que
e stán en juego su autonomía y su libert ad .Asi m ismo, el Est ado debe extender est a
pr otección y garantizar que estos derec hos sean re s pe t ados en la esfera privada pa r a
q ue ninguna mujer sea some t ida a coacción por miem bros de su com un idad o de
su famil ia en cua n to a las dec isiones sobre su pr opia ca pac idad re pr od uc t iva.

Asi m ismo, el derec ho a la seguridad de las personas y a la pr otección de su
i n tegridad física impl ica el derec ho de la mujer a ser pr otegida de cua l q uier
i n t rusión en sus dec isiones que pueda afectar o poner en rie sgo su integridad
f í sica. La pena l i z ación del aborto en El Sa lvador re pre senta una amenaza pa r a
m uc has mujeres por q ue hace po sible la invasión del territorio corporal de la
m ujer. En un pri mer nivel , es una invasión física y psicol ó gica obl igar a una mujer
a que lleve a térm i no un em ba r a zo no de seado, ignor a ndo inc luso circ unst a nc ias
pa rt ic ula res como las de una mujer que ha sobrev iv ido a una violación o que sabe
q ue su vida corre pel igro con el em ba r a zo. En otro nivel , las condic iones preca rias
en las que la mayoría de las mujeres deben pr ac t ica rse un aborto a causa de la
pena l i z ación de éste, a tentan contra el derec ho a la seguridad personal y a la
i n tegridad física de un gran número de mujeres sa lvadore ñ as. De la mism a
m a ner a , c ua ndo una mujer sufre com pl icac iones derivadas de un aborto
pr ac t icado en condic iones de rie sgo y no busca atención médica adec uada ante la
i n m i nenc ia del maltrato y la den unc ia del personal médico, se vul nera su
i n tegridad física , dado que la pena l i z ación ob st ac uliza el acce so al tratamien to
po st aborto nece sa rio para garantizarla.

c. El dere c ho a la igualdad ante la ley y a la no disc r imina c i ó n

La Const itución también garantiza la igua ldad ante la ley y pr oh ibe la
disc ri m i nación por razones de sexo.256 El aborto es un pr ocedi m ien to sólo
req uerido por mujeres y cua ndo se niega el acce so a este pr ocedi m ien to, se viola
el derec ho a la no disc ri m i nación por razones de sexo ya que su pr oh ibición recae
s ó lo sobre el sexo femen i no, i m pidiendo el acce so a un pr ocedi m ien to médico en
m uc hos casos nece sa rio para sa lva gua rdar la vida y la sa lud de la mujer.

Las de sigua ldades econ ó m icas en t re mujeres pertenec ien tes a dist i n tos sec tore s
de las soc iedad con t ribuyen a que existan otros tipos de disc ri m i nación por q ue a
las que se disc ri m i na es a mujeres pertenec ien tes a gru pos de po sic i ó n
soc ioecon ó m ica baja y a menores de edad . Esto es ev iden te cua ndo se const a t a
q ue la gran mayoría de las mujeres pr oce sadas por el del ito de aborto son pobre s
y jóvene s. Mien t r as que las mujeres de alto nivel soc ioecon ó m ico tienen la
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po sibil idad de pr ac t ica rse un aborto dentro o fuera del país a un alto prec io y en
condic iones segur as, las mujeres pobres tienen que some terse a un aborto
c la nde st i no, a men udo en manos de personal sin en t rena m ien to que en muc ho s
casos explota la vul ner abil idad de est as mujeres por q ue sabe que no lo den unc ia r á
ni siq uiera en caso de com pl icac iones por negl igenc ia y ot r as. Cua ndo esto s
pr ocedi m ien tos term i nan en com pl icac iones médicas, las mujeres de escaso s
rec ursos se ven obl ig adas a ac udir a ho s pit a les públ icos que las den unc ia n.

La apl icación de esta legislación pun it iva ,q ue afecta sólo a las mujeres y en t re
ellas, a las más vul ner ables de la soc iedad, las jóvenes y pobre s, ponen de
m a n i fie sto que existen diversas form as de disc ri m i nación que pueden oper a r
si m ul t á nea men te y que const ituyen una clara violación del derec ho a la igua ldad
y a la no disc ri m i nac i ó n.

d. El dere c ho a la salu d

La Const itución sa lvadoreña garantiza el derec ho a la sa lud cua ndo est ablece
como una obl ig ación espec í fica del Est ado asegurar a los habit a n tes de El Sa lvador
el derec ho a la sa lud .257 Se priva a la mujer de esta garantía cua ndo se la obl iga a
con t i n uar con un em ba r a zo que pone en rie sgo su vida y su sa lud física y men t a l ,
bien por q ue es un em ba r a zo no de seado, lo cual inc luye em ba r a zos a
consec uenc ia de una violación y/o por q ue la con t i n uación del em ba r a zo pr ovoca
com pl icac iones gr aves en la vida y la sa lud física y psíquica de la mujer.

Por otra pa rte, c ua ndo una mujer se pr ac t ica un aborto que deriva en
com pl icac ione s, la amenaza de den unc ia por personal de los ho s pit a les y la
po sibil idad de un arre sto la disuaden de buscar la atención médica nece sa ria ,
neg á ndole la po sibil idad de acceder a serv ic ios de sa lud, lo cual le puede co star la
v ida o pr od uc i rle daños irre pa r ables en su sa lud y, por lo tanto, se viola su derec ho
a la sa lud reconoc ido const ituc iona l men te.

Es import a n te agregar que la pena l i z ación trae consigo el consec uen te est igm a
soc ial que recae sobre la mujer que abort a , el cual afecta su biene star y su sa lud
men t a l , meno scaba ndo el derec ho a la sa lud de las mujeres sa lvadore ñ as. Este
e st igma también vul nera el derec ho a acceder a serv ic ios de sa lud si n
disc ri m i nación ni violenc ia en los casos en que se den unc ia a las mujere s
bas á ndo se en so s pec has del personal médico, i nc luso cua ndo en rea l idad se trata
de abortos espon t á neo s.

e. De re c ho a ser pre sumido(a) inoc e nte 

Por último, la Const itución y el Código Pr oce sal Penal de El Sa lvador tambi é n
consa gran el derec ho a que se pre suma la inocenc ia de los y las ac usadas.258 En lo s
casos de aborto este derec ho se ve vul ner ado por q ue se some te a muc has de las
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m ujeres pr oce sadas por aborto a un régi men de de tención preven t iva.A t r avés de
los expedien tes judic ia les exa m i nados en el curso de esta inve st ig ac i ó n , se const a t a
q ue la de tención preven t iva se apl ica para asegur a rse de que las imput adas
com pa rez can cua ndo son cit adas ante los juece s. Sin em ba rgo, en muc hos caso s
los fisca les sol ic itan la de tención inmedia t a , aun q ue la mujer esté en el ho s pit a l
rec u per á ndo se de un aborto mal pr ac t icado, lo cual no sólo const ituye un trato
c ruel y hum illa n te, si no que viola el derec ho elemental a ser pre sum ido inocen te
además de poner en pel igro la sa lud de la mujer.

En los sistem as pena les de conce pción liberal y garantist a , la de tenc i ó n
preven t iva se debe apl icar en situac iones muy pa rt ic ula re s. En efec to, en el
de sa rr ollo de esta garantía const ituc iona l , la expo sición de mot ivos del Código
Pr oce sal Penal sa lvadoreño indica que la privación de la libert ad const ituye una
medida exce pc ional que debe ser pr oporc ional a la gr avedad del hec ho y que sólo
debe apl ica rse “a aq uel imput ado de quien se pre suma que puede fug a rse o
c ua ndo su libert ad ponga en pel igro un ac to conc re to de la inve st ig ac i ó n”,
ut il i z a ndo como criterio para eva luar el pel igro que re pre senta el imput ado o el
rie sgo de fuga la existenc ia de anteceden tes pena les y el arr a igo famil iar del
i m put ado.259 En relación a la de tención preven t iva en los casos en los que una
m ujer es den unc iada como consec uenc ia de haberse some t ido a un aborto, e s
ev iden te que la mujer no pone en pel igro a ot r as personas y en general no tiene
a n teceden tes pena les ni existe un rie sgo conc re to de evasión ya que en casi todo s
los caso s, la mujer vuelve a su con texto famil ia r. Por lo tanto la apl icación de la
de tención preven t iva en casos de aborto, sum ada a las dilac iones que sufren lo s
pr oce sos pena les en El Sa lvador, hacen que la apl icación de esta medida a mujere s
q ue se han pr ac t icado abortos const ituya una violación del derec ho a la
pre sunción de inocenc ia est ablec ido como garantía const ituc ional y pri nc i pio
rec tor del pr oce so penal sa lvadore ñ o.

2. El Código de Salu d

La Sección Tres del Código de Sa lud sa lvadore ñ o, q ue trata de la Higiene
Ma terno In f a n t il Pree scolar y Escola r,260 otorga a la mujer el derec ho a la sa lud,
pero con t iene una con t r adicción pue sto que est ablece que el Est ado tiene la
obl ig ación ineludible de pr omover, pr oteger y rec u perar la sa lud de la mad re y del
niño va l i é ndo se de todos los medios a su alca nce; est ablece además que lo s
serv ic ios de sa lud sa lvadoreños deben pre star atención preven t iva y cur a t iva a la
m ad re dur a n te su em ba r a zo y al niño de s de su conce pción hasta que term i ne la
e sc uela.261 Esta norma crea una tensión en t re el derec ho a la sa lud de la mujer y
los derec hos del fe to. En el art ic ulado de la reforma penal y const ituc iona l , el
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legislador ante pone la vida del que está por nacer a la vida de una persona viva , la
m ujer, c uya vida y sa lud pueden correr pel igr o.

Los derec hos a la vida y a la sa lud de las mujeres en est as condic iones est á n
reconoc idos en la Const ituc i ó n. Asi m ismo, el Código Civ il est ablece que la
existenc ia de la persona hum a na com ienza con el nac i m ien to,262 por lo cua l ,
fren te a la tensión en t re la pr otección a la sa lud de la mad re y un su pue sto derec ho
a la vida y la sa lud del fe to, deben primar los derec hos de la persona que existe de
ac uerdo con la defi n ición de Código Civ il. Es dec i r, debe primar la pr otección de
los derec hos de la mujer, c uya vida y sa lud pueden correr pel igro y que est á n
reconoc idos en la Const ituc i ó n.

Esta misma codi ficación garantiza el sec re to en t re el pac ien te y el persona l
m é dico como un deber de la pr ofe sión médica en interés del públ ico, de la
seguridad de los en fermos y de la honra de la famil ia.263 De ac uerdo con el
C ó digo de Sa lud, el médico puede rec ibir del pac ien te inform ación expl í c ita a
t r avés de una con fe sión o bien de manera impl í c it a , como re sul t ado de la relac i ó n
e st ablec ida por los dos ac tore s.26 4 La revelación de este sec re to pr ofe sional se
considera una infr acción gr ave265 y el Código Penal sa nc iona este del ito con penas
de rec lusión y la inhabil it ación para pr ac t icar la pr ofe si ó n.266

En los casos de aborto, m uc has mujeres llegan a los ho s pit a les en condic ione s
ext rem as de sa lud a causa de se p sis por pr ocedi m ien tos abort ivos mal rea l i z ado s.
En este momen to de angust ia y miedo, la mujer puede con fe sar al médico que la
a t iende que se ha ind uc ido el aborto, lo cual la pone en una po sición de
vul ner abil idad ante la amenaza de ser den unc iada.267 Ta m bién hay situac iones en
las que el médico pre sume que la mujer se ha ind uc ido el aborto bas á ndo se en
pre juic ios y no en consider ac iones obje t ivas, y la den unc ia. En todos los caso s,
c ua ndo el médico la den unc ia a la Fiscalía está viola ndo el sec re to pr ofe sional que
debe a su pac ien te, q ue está pr otegido por la norm a t iva penal y en el Código de
Sa lud, así como el derec ho a la intimidad pr otegido const ituc iona l men te.268

A su vez el pr oce so de pérdida de con fia nza de las mujeres en el sistema de
sa lud lleva a la mujer a no ac udir a éste para rec ibir tratamien to po st aborto,
hac i é ndolo sólo en aq uellas circ unst a nc ias en las que su vida corre gr ave pel igr o
269 y arrie sg á ndo se a que se viole su derec ho a que se re s pe te la con fidenc ia l idad,
v iola el derec ho de la mujer a la sa lud reconoc ido en la Const itución por q ue la
pena l i z ación es un ob st á c ulo que impide el acce so seguro a los serv ic ios de sa lud
c ua ndo una mujer pre senta com pl icac iones derivadas de un aborto.

3. Las pol í ticas na c ionale s

El gobierno ha creado un conjun to de pol í t icas que reconocen la pr oblem á t ica
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del aborto, la nece sidad de fort a lecer los pr ogr a m as de sa lud re pr od uc t iva e indica n
a l gunas acc iones para en frentar el pr oblem a.Est as pol í t icas reconocen la gr avedad
de las impl ica nc ias del aborto cla nde st i no y, por tanto, tendrían que dictar una
acción por pa rte del gobierno para rev isar su legislación pun it iva y ponerla de
ac uerdo con los pri nc i pios de pr otección a la mujer internac iona l men te
reconoc ido s.

En térm i nos de la sa lud de la mujer y de su sa lud re pr od uc t iva , la Pol í t ica
Nac ional de la Mujer (PNM ),270 el Plan Nac ional de Sa lud (PNS )271 y el Pla n
Nac ional de Sa lud Re pr od uc t iva (PNSR )272 t ienen obje t ivos y pr ogr a m as que se
com plementan y buscan atender la sa lud re pr od uc t iva de la mujer. La pol í t ica de
la mujer reconoce de manera espec í fica la nece sidad de en frentar la de sigua ldad
en t re hom bres y mujeres en la atención a la sa lud,273 por lo que habría que atender
la pa rt ic ula ridad del em ba r a zo no de seado, situación que no de jará de re pe t i rse.
Se deben crear est r a tegias que atiendan nece sidades y re tos rea les ya que la
c ri m i na l i z ación del aborto, además de violar pri nc i pios un iversa les de derec ho s
hum a no s, const ituye un ob st á c ulo real al de sa rr ollo de las mujere s. E l
reconoc i m ien to del pr oblema del em ba r a zo no de seado y del aborto qued ó
plasm ado en el PNSR, q ue reconoce que los niveles sign i fica t ivos de em ba r a zo s
no de seados en El Sa lvador pueden con t ribuir a la alta inc idenc ia de abortos que
a fectan la vida y sa lud de las mujere s.274 El PNSR también reconoce el red uc ido
autocon t r ol que ejercen las mujeres sobre su cuerpo y su sa lud y la nece sidad de
a tender esta situac i ó n , y manifie sta la preoc u pación de que la inc idenc ia de
com pl icac iones relac ionadas con el aborto sea una de las causas pri nc i pa les de
mort a l idad materna.275

En este sen t ido y con el obje t ivo de atender esta situac i ó n , el PNSR se pla n tea
como meta que cien por cien to de los ho s pit a les que atienden a mujeres con
com pl icac iones de aborto dis pongan de rec ursos hum a nos y materia les pa r a
bri ndar una atención adec uada ,276 y en t re sus est r a tegias de acción está la
pr omoción de serv ic ios en las inst ituc iones para atender a mujeres con
com pl icac iones de aborto.277

El reconoc i m ien to de los pr oblem as que pla n tean las com pl icac iones médicas
re sul t ado del aborto ind uc ido y la re s pue sta inst ituc ional plasm ada en las pol í t icas
guberna men t a les son mue stra de que el gobierno sa lvadoreño es consc ien te de la
rea l idad del aborto y de la nece sidad de atenderla a través de las pol í t icas de sa lud .
Sin em ba rgo, la pena l i z ación del aborto, le jos de abordar y pr oponer una soluc i ó n ,
es un ob st á c ulo que impide la apl icación real de las pol í t icas que pre tenden
pr oteger la sa lud re pr od uc t iva de la mujer sa lvadore ñ a.
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C. DERECHOS HUMANOS INTERNAC I O N A L E S
VULNERADOS POR LAS LEYES SOBRE EL A B O RTO

1. I nc orporación de los tratados inte r na c ionales 

Con la ratificación de diversos inst rumen tos internac iona les de pr otección de
los derec hos hum a no s, El Sa lvador ha asum ido obl ig ac iones internac iona les que
le obl igan a re s pe t a r, pr oteger y garantizar los derec hos de la mujer, los cua les ha n
sido reconoc idos como un iversa le s, i ndiv isible s, i n terde pendien tes e ina l ienable s.
A su vez el Est ado ext iende la pr otección a las sa lvadore ñ as a través de leye s
nac iona les y meca n ismos regiona les e internac iona les que oper a n
si m ul t á nea men te, abriendo una serie de inst a nc ias para interpretar pri nc i pios y
re parar violac iones a estos derec ho s. La Const itución sa lvadoreña est ablece que lo s
t r a t ados internac iona les son consider ados leyes del país una vez que entran en
v igor con forme a las dis po sic iones de los tratados en cue st i ó n.Asi m ismo, e st ablece
q ue en caso de con fl ic to en t re las leyes nac iona les y las dis po sic iones de un tratado
i n ternac iona l , é st as preva lecerán sobre aq u é llas.278 Con re s pec to a los derec ho s
con ten idos en la Const ituc i ó n , es ev iden te que pueden ser interpre t ado s,
a rt ic ulados y ampl iados según pri nc i pios con ten idos en tratados internac iona les de
derec hos hum a no s.

El Sa lvador ha ratificado la mayoría de los tratados y convenc iones más
i m port a n tes que pr otegen los derec hos hum a nos y, por ende, los derec hos de la
m ujer.279 En este sen t ido y como se demo strará en esta secc i ó n , la legislac i ó n
pun it iva que re st ri n ge el acce so al aborto viola las obl ig ac iones internac iona les que
e st ablecen la pr otección a los derec hos de las mujeres sa lvadore ñ as que, adem á s,
t ienen rango de ley.

2. Los dere c hos humanos re c onoc idos inte r na c ionalme nte que son violados con la
pe nalización del abor to

La pena l i z ación del aborto en El Sa lvador viola una serie de derec hos hum a no s
reconoc idos en di feren tes tratados internac iona les ratificados por El Sa lvador y en
doc umen tos internac iona les que refle jan el consenso rela t ivo a estos derec ho s.
E n t re los derec hos reconoc idos se enc uentran el derec ho a la vida , a la libert ad y
a la seguridad e integridad física; el derec ho a la libert ad y a la autonom í a
re pr od uc t iva; el derec ho a la igua ldad y no disc ri m i nación; el derec ho a la sa lud,
la sa lud re pr od uc t iva y la pla n i ficación famil iar; y el derec ho a la intimidad .
Al gunos de estos derec hos están consa gr ados en los tres inst rumen to s
i n ternac iona les de derec hos hum a nos más import a n te s, la Dec la r ación Un iversa l
de Derec hos Hum a nos (Dec la r ación Un iversa l ), el Pac to In ternac ional de
Derec hos Civ iles y Pol í t icos (Pac to de Derec hos Civ iles y Pol í t icos) y el Pac to
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In ternac ional de Derec hos Econ ó m ico s, Soc ia les y Cul tur a les (Pac to de Derec ho s
Econ ó m icos y Soc ia le s ). Asi m ismo, han sido reconoc idos en inst rumen tos más
rec ien tes como la Convención de la Mujer, lo cual a su vez ha con t ribuido a que
ca tegor í as de derec hos existen tes sean interpre t ados e implemen t ados de maner a
tal que en t ren en nuevas esfer as de acc i ó n , a m pl ia ndo así las garantías de
pr otección de los derec hos hum a nos de las mujeres y otros gru pos vul ner able s.

Asi m ismo, el sistema inter a merica no de derec hos hum a nos ha reconoc ido
e stos derec hos en di feren tes inst rumen tos como son la Convención America na
sobre Derec hos Hum a nos (“Convención America na” ), el Pr otocolo Adic ional a la
Convención America na sobre Derec hos Hum a no s, en materia de Derec ho s
Econ ó m ico s, Soc ia les y Cul tur a les (“Pr otocolo de San Sa lvador”) y la Convenc i ó n
In ter a merica na para Preven i r, Sa nc ionar y Err adicar la Violenc ia contra la Mujer
( “Convención de Belém do Pa r á ” ).

A con t i n uación se pre sentan los dist i n tos derec hos reconoc idos en eso s
i nst rumen tos internac iona les para ilustrar cómo estos derec hos son violados por
el Est ado sa lvadoreño cua ndo niega el acce so al aborto a las mujeres sa lvadore ñ as.
Se dará pa rt ic ular releva nc ia a las ob servac iones y recomendac iones de los com it é s
enca rg ados de vigilar el cum pl i m ien to de algunos de estos tratado s, así como a la
juris prudenc ia em a nada de los org a n ismos judic ia les o cuasi judic ia les que ha n
i n terpre t ado algunos de estos derec ho s. Al gunos de estos org a n ismos han hec ho
mención expl í c ita del aborto y su pena l i z ación como una violación de lo s
derec hos hum a nos de la mujer.Estos doc umen tos const ituyen una fuen te clave de
i n terpre t ación de los tratados internac iona les para el ava nce del reconoc i m ien to
del derec ho de cada mujer a interrum pir su em ba r a zo. Por último se mo st r a r á
c ó mo di feren tes con ferenc ias mundia les de Nac iones Un idas en las que ha
pa rt ic i pado el gobierno sa lvadoreño reconocen el com pr om iso internac ional de
abordar los derec hos re pr od uc t ivos de s de una pers pec t iva de los derec ho s
hum a nos y poner en pr á c t ica medidas espec í ficas para abordar las consec uenc ias
del aborto insegur o. Este com pr om iso fue asum ido por todos los pa í ses signa t a rio s
de los ac uerdos que han re sul t ado de dic has con ferenc ias.

a. De re c ho a la vida, a la libe r tad y a la segur idad

El derec ho a la vida , a la libert ad y a la seguridad es una garantía est i pulada por
los tratados internac iona le s. La Dec la r ación Un iversal est ablece que todos lo s
i ndiv id uos tienen “ . . . derec ho a la vida , a la libert ad y a la seguridad de su
persona”.280

De re c ho a la vida

El derec ho a la vida es la condición esenc ial para el ejerc ic io efec t ivo de todo s
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los demás derec hos y como tal está reconoc ido en art í c ulos de di feren tes tratado s
i n ternac iona le s, en t re los que se enc uentran el art í c ulo 6(1) del Pac to de Derec ho s
Civ iles y Pol í t ico s281 y el art í c ulo 4(1) de la Convención America na.282 Aun q ue
ha sido tradic iona l men te interpre t ado de manera re st ri n gida para garantizar el
derec ho al debido pr oce so cua ndo las personas han sido condenadas a la pena de
m uerte, el Com ité de Derec hos Hum a nos (CDH )283 ha afi rm ado que “ [ l ] a
expre sión ‘el derec ho a la vida es inheren te a la persona hum a na’ no puede
en tenderse de manera re st ric t iva y la pr otección de este derec ho exige que lo s
Est ados adopten medidas po sit ivas”.284 En este mismo sen t ido, la Corte
In ter a merica na de Derec hos Hum a no s285 ha manife st ado que el derec ho a la vida
i m pone obl ig ac iones po sit ivas a los gobiernos para prevenir y ev itar situac ione s
q ue pongan en rie sgo la vida de las personas, 286como es el caso de las mujeres que
m ueren por causa de com pl icac iones de un aborto cla nde st i no, e s pec ia l men te las
sol ter as, j ó venes y pobre s.

El CDH se ñ a la además que en el con texto de la igua ldad en t re los hom bres y
las mujere s, la garantía del derec ho a la vida indica la nece sidad de el i m i na r
ob st á c ulos para el goce de los derec hos hum a nos de las mujere s, adopt a ndo
medidas en áreas claves para su em poder a m ien to efec t ivo,287 y consider a ndo una
v iolación al derec ho a la vida de las mujeres y a estar libres de tratos inhum a no s
y degr ada n te s, las norm as que penalizan el aborto al rev isar el cum pl i m ien to de
las obl ig ac iones internac iona les de di feren tes est ados la t i noa merica nos de ac uerdo
con el Pac to de Derec hos Civ iles y Pol í t ico s. Cua ndo em itió sus
recomendac ione s, el CDH est ableció que los gobiernos de Perú y Ch ile deb í a n
tomar todas las medidas nece sa rias para ev itar que las mujeres pierdan su vida
como re sul t ado de la legislación re st ric t iva en esta materia.288

En el caso de Ch ile, el CDH form uló el siguien te linea m ien to: “El Est ado
pa rte está en el deber de adoptar las medidas nece sa rias para garantizar el derec ho
a la vida de todas las personas, i nc luidas las mujeres em ba r a z adas que dec iden
i n terrum pir su em ba r a zo.”289 En este sen t ido, para garantizar el derec ho a la vida
de las mujere s, es imper a t ivo que se el i m i ne la norm a t iva pun it iva que impide que
é st as puedan ejercerlo.

Asi m ismo, el CDH ha est ablec ido que los est ados deben tomar las medidas
nece sa rias para garantizar y aumentar la esper a nza de vida de las personas y, con
el fin de su perv isar el re s pe to y la pr otección que los est ados dan al derec ho a la
v ida de las mujere s, han comenz ado a req uerir inform ación en los informes de
c um pl i m ien to que deben rem itir los est ados sobre las medidas espec í ficas que
e stán tom a ndo para prevenir los abortos cla nde st i nos que pr od ucen la muerte de
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m iles de mujere s, a greg a ndo inform ación est ad í st ica sobre la inc idenc ia pa rt ic ula r
de est as muertes en mujeres de bajos rec ursos econ ó m ico s. Lo anterior indica que
hay que doc umentar estos caso s, recolec t a ndo inform ación no sólo disgreg ada por
sexo si no también por edad, condición econ ó m ica , e tc é ter a.29 0

En el con texto del aborto ileg a l , nace por tanto la obl ig ación para los est ado s
de garantizar la vida de las mujeres y de prevenir las situac iones que ponen en
rie sgo su vida , exigiendo a los est ados tomar las medidas para el i m i nar ba rrer as
q ue impo sibil iten el ejerc ic io de sus derec ho s, así como tomar medidas que
g a r a n t icen este derec ho, red uc iendo con ello los índices de mor bil idad y
mort a l idad materna causados de manera di recta por los abortos pr ac t icados en
condic iones de rie sgo.

De re c ho a la segur idad y a la integ r idad físic a

El derec ho a la integridad física ha sido reconoc ido en pr ov isione s
funda men t adas de di feren tes convenc iones internac iona les relac ionadas con el
reconoc i m ien to del derec ho a la intimidad y seguridad de la persona. Según lo
e st ablec ido en la Dec la r ación Un iversal y el Pac to de Derec hos Civ iles y Pol í t ico s,
“todo indiv id uo tiene derec ho a la libert ad y a la seguridad persona le s”.291

Asi m ismo, e ste derec ho está est ablec ido en el Pac to de Derec hos Econ ó m icos y
Soc ia le s292 y la Dec la r ación de la Mujer293 consa gra su ca r á c ter de derec ho
un iversal y, por ende, funda men t a l. Estos pri nc i pios son ampl iados por
dis po sic iones tales como el art í c ulo 5.1 de la Convención America na y por
pri nc i pios est ablec idos en la Convención de Belém do Pa r á ,294 según las cua les el
re s pe to a la integridad de una persona debe ser consider ado en tres nivele s :
“ . . . i n tegridad física , p s í q uica y mor a l”.295

Estos inst rumen tos internac iona les pr otegen contra la invasión no autori z ada
de los cuerpos de las mujeres para sa lva gua rdar su derec ho a la seguridad y a la
i n tegridad física. Asi m ismo imponen la obl ig ación a los est ados de pr oteger este
derec ho, g a r a n t i z a ndo que sea re s pe t ado por los pr oveedores de sa lud tanto
p ú bl icos como privado s, e imponen la obl ig ación de garantizar el derec ho a la
seguridad personal y a su integridad media n te la adopción de pol í t icas y medidas
q ue ev iten las situac iones que ponen en rie sgo la integridad física.

En este sen t ido, la pr oh ibición ab soluta del aborto en El Sa lvador const ituye
una violación al derec ho a la seguridad y la integridad personal de la mujer. E n
pri mer lug a r, por q ue const ituye una invasión no autori z ada del cuerpo de la
m ujer, al for z a rla a llevar a térm i no un em ba r a zo no de seado. Esta invasión del
c uerpo de la mujer, puede tener efec tos devast adores sobre su integridad física y
p s í q uica , más aún cua ndo la mujer debe con t i n uar con un em ba r a zo pon iendo en
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rie sgo su vida o su sa lud, o cua ndo el em ba r a zo es pr od uc to de una violac i ó n. E n
segundo lug a r, e ste derec ho es violado por la legislación pun it iva por cua n to, a l
neg á rsele a la mujer la po sibil idad de tomar dec isiones aut ó nom as sobre su cuerpo,
genera una de scon fia nza de la mujer hac ia los est ablec i m ien tos de sa lud que
operan como ob st á c ulos que impiden el acce so a los serv ic ios de sa lud pon iendo
en rie sgo la integridad física de miles de mujere s. En este sen t ido, c ua ndo el CDH
ha rev isado esta pr oblem á t ica en pa í ses la t i noa merica nos como Ch ile, q ue tiene
una legislación si m ilar a la de El Sa lvador, ha de term i nado: “El deber jur í dico
i m pue sto sobre el personal de sa lud de informar de los casos de mujeres que se
hayan some t ido a abortos puede inhibir a las mujeres que quieran obtener
t r a t a m ien to médico, pon iendo así en pel igro sus vidas.”296 Fi na l men te, el Est ado
v iola est as dis po sic iones cua ndo no adopta medidas que garanticen que una mujer
pueda rec ibir tratamien to po st aborto adec uado y com pasivo que no impl iq ue un
rie sgo para su vida e integridad una vez que se ha pr ac t icado un aborto en
condic iones que ponen en rie sgo su integridad física.

b. De re c ho a la libe r tad y a la autonomía re produ c tiva

El pri nc i pio de dign idad de las personas y su derec ho a la libert ad son el
funda men to del derec ho de la mujer a la autode term i nación re pr od uc t iva y a
elegir libremen te el número de hijos que quiere y el interva lo en t re ello s,
reconoc idos en las di feren tes convenc iones internac iona le s. El derec ho a la libert ad
e stá consa gr ado en el art í c ulo 3 de la Dec la r ación Un iversa l , así como en el
a rt í c ulo 7 de la Convención America na. De manera espec í fica , la Convención de
la Mujer est ablece en su art í c ulo 16 ( 1.e) el derec ho de las mujeres “..a dec idir libre
y re s ponsablemen te el número de sus hijos y el interva lo en t re los nac i m ien tos y
a tener acce so a la inform ac i ó n , la ed ucación y los medios que les perm itan ejercer
e stos derec ho s”.

El ejerc ic io de este derec ho se viola cua ndo se niega toda po sibil idad de que la
m ujer ejerza su derec ho a dec idir el número de hijos que de sea tener con la
i n terru pción de un em ba r a zo no de seado. Para el pleno goce y ejerc ic io de este
derec ho, el Est ado debe crear las condic iones nece sa rias para que la mujer pueda
dec idir acerca de su ca pac idad re pr od uc t iva.

Asi m ismo, en el con texto sa lvadore ñ o, en donde el acce so a la ed ucac i ó n
sex ua l , e inform ación y serv ic ios de pla n i ficación famil iar es limit ado, el acce so a
un aborto seguro puede ser el único meca n ismo media n te el cual la mujer puede
con t r olar el tamaño de su famil ia y de esta manera ejercer su derec ho a la
autonomía re pr od uc t iva. Por tanto, y como ha sido so sten ido por el Com ité pa r a
la Eliminación de Todas las Form as de Disc ri m i nación contra la Mujer, la
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autonomía re pr od uc t iva de las mujeres es vul ner ada cua ndo se ob st ac ulizan lo s
medios a través de los cua les una mujer puede ejercer el derec ho a con t r olar su
fec undidad .297

c. De re c ho a la igualdad y a la no disc r imina c i ó n

El derec ho a la igua ldad y no disc ri m i nación es uno de los pila res de lo s
derec hos hum a nos reconoc idos en el derec ho internac iona l. Di feren tes tratado s
i n ternac iona les han abordado de manera espec í fica el derec ho a la igua ldad y a la
no disc ri m i nación por razones de sexo. La Dec la r ación Un iversa l ,298 el Pac to de
Derec hos Civ iles y Pol í t ico s,299 el Pac to de Derec hos Econ ó m icos y Soc ia le s30 0 y
la Convención America na301 e st ablecen la pr otección de este derec ho.

Sin em ba rgo, es la Convención de la Mujer la que de manera com prensiva
elabora y amplía la noción de disc ri m i nación por sexo y est ablece la obl ig ación de
los est ados de garantizar la igua ldad ante la ley. Al ratificar la Convenc i ó n , lo s
e st ados asumen la obl ig ación de tomar las medidas nece sa rias para poner en
pr á c t ica el pri nc i pio de igua ldad a nivel interno y el i m i nar las bases leg a les de la
disc ri m i nac i ó n. La Convención de la Mujer req uiere que todos los pa í se s
“der og [ uen] todas las dis po sic iones pena les nac iona les que const ituya n
disc ri m i nación contra la mujer”.302 Asi m ismo defi ne “disc ri m i nación contra la
m ujer” como la “dist i nc i ó n , exc lusión o re st ricción basada en el sexo que ten g a
por obje to o por re sul t ado meno scabar o anular el reconoc i m ien to, goce o
e jerc ic io por la mujer, i nde pendien temen te de su est ado civ il , sobre la base de la
igua ldad del hom bre y la mujer, de los derec hos hum a nos y las libert ade s
funda men t a les en las esfer as pol í t ica , econ ó m ica , soc ia l , c ul tural y civ il o en
c ua l q uier otra esfer a”.303

Para poder ca l i ficar como un ac to que disc ri m i na por razones de sexo, las leye s
re st ric t ivas rela t ivas al aborto tendrían que tener el “obje to” o el “re sul t ado” de
i m pedir que una mujer goce de cua l q uiera de sus derec hos hum a nos o libert ade s
funda men t a les en pie de igua ldad con un hom bre. La legislación sobre aborto en
El Sa lvador es disc ri m i na toria por q ue tiene por re sul t ado limitar el acce so de la
m ujer a un pr ocedi m ien to médico que puede ser nece sa rio para su sa lud y, en
a l gunos caso s, pon iendo en rie sgo su vida. El Com ité ha hec ho hinca pié en que
“las leyes que penalizan ciert as intervenc iones médicas que afec t a n
exc lusiva men te a la mujer” const ituyen una ba rrera a que ellas rec iban el cuidado
m é dico nece sa rio, com pr ome t iendo sus derec hos a la igua ldad de género en el
á rea de la sa lud y viola ndo con ello la obl ig ación internac ional de los est ados de
re s petar los derec hos reconoc idos internac iona l men te.30 4

Asi m ismo, las leyes sobre el aborto tienen el obje to de ser disc ri m i na torias dado
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q ue revelan una ac t itud pa terna l ista con re s pec to al cuerpo de la mujer y sus
derec hos re pr od uc t ivo s, la cual defi ne a la mujer sólo con base en su pa pel
re pr od uc t ivo, releg á ndola al pa pel tradic ional de mad re aun en contra de su
volun t ad, de j á ndola por fuera de los di feren tes ámbitos de toma de dec isión en
una soc iedad . E llo impl ica una dem a rcación limit ada de su pa rt ic i pación en la
toma de dec isiones fuera del hog a r, en di mensiones pol í t icas, econ ó m icas, soc ia le s,
c ul tur a les y en materia civ il.305 En El Sa lvador, la pr oh ibición ab soluta del aborto
como neg ación de la ca pac idad de la mujer de dec idir de manera aut ó noma sobre
un ámbito vital de su vida , como lo es su re pr od ucc i ó n , es refle jo de una soc iedad
q ue disc ri m i na a la mujer en todos los ámbitos soc ia le s. Esta pr oh ibición nieg a
asi m ismo el ejerc ic io del derec ho a la libert ad de opinión y libert ad de cul to, dado
q ue los y las sa lvadore ñ as pueden pr ofe sar credos dist i n tos a la rel igión ca t ó l ica ,
pero su ejerc ic io es limit ado por la impo sición en la ley de una visión sobre el
aborto dentro de la rel igión ca t ó l ica.

En otro nivel , a través de los expedien tes exa m i nados en las di feren tes fisca l í as
de El Sa lvador, se pudo constatar que la ley sobre el aborto se apl ica de maner a
disc ri m i na toria en contra de las mujeres pobre s. El Art í c ulo 2(2) del Pac to de
Derec hos Econ ó m icos y Soc ia les est ablece: “Los Est ados Pa rtes en el pre sen te
Pac to se com pr ome ten a garantizar el ejerc ic io de los derec hos que en él se
en unc ia n , sin disc ri m i nación alguna por mot ivos de raza, color, sexo, idiom a ,
rel igi ó n , opinión pol í t ica o de otra índole, origen nac iona l , o soc ia l , po sic i ó n
econ ó m ica , nac i m ien to o cua l q uier otra condición soc ia l.” Uno de los pri nc i pio s
b á sicos de los derec hos hum a nos es que ninguna persona debe sufrir una
v iolación de cua l q uiera de los derec hos garantizados por los inst rumen tos de
derec hos hum a nos en razón de su condición soc ioecon ó m ica. En este sen t ido, e s
c laro que la pena l i z ación del aborto no sólo afecta a est as mujeres por di ferenc ias
biol ó gicas, si no que además existe una doble disc ri m i nac i ó n. Este tipo de
disc ri m i nación si m ul t á nea afecta a la vez el goce de todos los demás derec ho s
reconoc idos internac iona l men te.

d. De re c ho a la salu d, a la salud re produ c tiva y a la planif icación familiar

El derec ho a la sa lud, la sa lud re pr od uc t iva y la pla n i ficación famil iar est á
g a r a n t i z ado por va rios tratados internac iona le s, como la Dec la r ación Un iversa l ,30 6

el Pac to de Derec hos Econ ó m icos y Soc ia le s,307 la Convención de la Mujer308 y
el Pr otocolo de San Sa lvador, el cual adopt a ndo la defi n ición de sa lud de la
Org a n i z ación Mundial de la Sa lud,309 e st i pula que “ [ t ] oda persona tiene el
derec ho a la sa lud, en tendida como el disfrute del más alto nivel de biene star físico,
mental y soc ia l”.310
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La Dec la r ación Un iversal reconoce el derec ho de las personas a lograr un
e st á ndar adec uado de sa lud, en t re otros fi ne s, para lograr el biene st a r.311 El Pac to
de Derec hos Econ ó m icos y Soc ia les con t iene una pr ov isión - el art í c ulo 12312 -
e s pec í fica men te elabor ada para la pr otección de la sa lud, según la cual se reconoce
“ . . . el derec ho de toda persona al disfrute del más alto nivel po sible de sa lud física
y men t a l”313 y de sa rr olla las obl ig ac iones de los est ados para lograr dic ho est á nda r
y pr otege a gru pos de la población en situación espec í fica de mayor
vul ner abil idad .314 Según el Pac to de Derec hos Econ ó m icos y Soc ia le s, los est ado s
deben crear condic iones que aseguren atención y serv ic ios médicos para todos en
caso de en fermedad .315

Por su pa rte, la Convención de la Mujer inc luyó en el art í c ulo 12, n umeral 1,
la obl ig ación de adoptar todas las medidas apr opiadas para el i m i nar la
disc ri m i nación contra la mujer en la esfera de la atención médica a fin de asegur a r,
en condic iones de igua ldad en t re hom bres y mujere s, el acce so a serv ic ios de
a tención médica , i nc luyendo los referidos a la pla n i ficación de la famil ia. La
Convención de la Mujer pr otege espec í fica men te el acce so de las mujeres rur a le s
a serv ic ios de sa lud adec uado s, i nc luidos la inform ac i ó n , conse jería y serv ic ios de
pla n i ficación famil ia r.316

En el Sistema In ter a merica no, el Pr otocolo de San Sa lvador317 con t iene un
de sa rr ollo import a n te del derec ho a la sa lud . Además de reconocer el derec ho de
las personas a gozar del est á ndar más alto po sible de sa lud física y men t a l ,e st ablece
q ue los Est ados Pa rte reconocen la sa lud como un ‘bien públ ico’, y de sc ribe un
conjun to de medidas para el cum pl i m ien to de ese derec ho por los est ado s.318

Los est ados no sólo tienen la obl ig ación de adoptar medidas ac t ivas para que
todas las mujeres tengan acce so a los serv ic ios de sa lud re pr od uc t iva ,319 i nc luyendo
medidas para pr omover la matern idad segur a , ay uda en materia de VI H / SI DA y
ot r as ITS, aborto y di feren tes métodos anticonce pt ivo s, si no que además tienen la
obl ig ación de el i m i nar las ba rrer as leg a les en materia de sa lud re pr od uc t iva. Tal y
como ha sido menc ionado anteriormen te, el Com ité ha em it ido
recomendac iones espec í ficas a este re s pec to.320

La sa lud re pr od uc t iva es funda mental para el biene star de la mujer. Sin la
po sibil idad de rec urrir a serv ic ios de sa lud seguros y de ca l idad, como sucede en
El Sa lvador, las mujeres quedan expue st as a los rie sgos de un aborto cla nde st i no y
pr ac t icado en condic iones de rie sgo, hec ho que por tanto viola el derec ho a la
sa lud de la mujer reconoc ido internac iona l men te. Asi m ismo debe tenerse en
c uenta que el aborto es un pr ocedi m ien to médico que afecta sola men te a las
m ujere s. Dado que un em ba r a zo, de seado o no, puede poner en pel igro la sa lud
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f í sica y mental de la mujer, un aborto puede ser el único pr ocedi m ien to ca paz de
asegurar su su perv ivenc ia y biene st a r. En este sen t ido, las norm as que penalizan el
aborto en El Sa lvador const ituyen una gr ave violación al derec ho a la sa lud y a la
no disc ri m i nación en el área de la sa lud,321 reconoc ido en di feren tes inst rumen to s
i n ternac iona les ratificados por el Est ado sa lvadore ñ o.

e. De re c ho a la intimidad 

El derec ho a la intimidad se enc uentra pr otegido en di feren tes tratado s
i n ternac iona les de derec hos hum a nos tales como la Dec la r ación Un iversa l322 y el
Pac to In ternac ional de Derec hos Civ iles y Pol í t ico s.323 Este est ablece que “nadie
será obje to de injerenc ias arbit r a rias o ileg a les en su vida privada. . . .”324 Asi m ismo,
la Convención America na pr otege el derec ho a la intimidad, al est i pular que toda
persona tiene derec ho a que se re s pe te su honra y se reconoz ca su dign idad, a que
su vida privada y famil ia r, su dom ic il io y su corre s pondenc ia , no sean obje to de
i n gerenc ias ni ataq ues arbit r a rios que aten ten contra su honra y su re put ac i ó n , y
a ser pr otegido leg a l men te contra estos ataq ue s.325 Al interpretar esta dis po sic i ó n ,
la Com isión In ter a merica na de derec hos hum a nos ha est ablec ido la conexi ó n
e st rec ha en t re el derec ho a la integridad y a la intimidad,326 e st ablec iendo que la
pr otección a la intimidad cobi ja “la pr otección a la integridad física y moral de la
persona” y “garantiza una esfera que nadie puede invadi r, un ca m po de ac t iv idad
q ue es ab solut a men te pr opio de cada indiv id uo.”327

En el con texto de la pena l i z ación ab soluta del aborto, e ste derec ho es violado
por q ue se niega a la mujer el derec ho a tomar dec isiones sobre su cuerpo y su
ca pac idad re pr od uc t iva sin la interferenc ia de tercer o s. La neg ación del ejerc ic io
de un derec ho pr opio de la esfera de la vida privada de la mujer, la interferenc ia
del Est ado en esa dec isi ó n ,q ue se trad uce en muc has inst a nc ias en re perc usione s
neg a t ivas para la integridad física de la mujer, a tenta contra su derec ho a la
i n t i m idad .Va le la pena re saltar que la Com isión Eur opea de Derec hos Hum a no s
ha so sten ido de manera reiter ada en casos de aborto que las dec isiones que cada
persona toma sobre su cuerpo, y pa rt ic ula rmen te las dec isiones sobre la ca pac idad
re pr od uc t iva , recaen en la esfera privada de cada indiv id uo.328 El CDH tambi é n
ha est ablec ido que el derec ho a la intimidad puede verse seria men te afec t ado
c ua ndo los est ados no re s petan el ejerc ic io del derec ho a la intimidad de la mujer
y cua ndo se imponen ob st á c ulos que limitan la toma de dec isiones de las mujere s
con re s pec to a sus func iones re pr od uc t ivas.329

Asi m ismo, el derec ho a la intimidad cobi ja el derec ho a que el médico re s pe te
la con fidenc ia l idad de su pac ien te. Como lo ha manife st ado el CDH, e ste derec ho
es violado por los est ados cua ndo no se re s peta la con fidenc ia l idad del médico con
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su pac ien te, al impon é rsele la obl ig ación legal de den unc iar a la mujer que se ha
pr ac t icado un aborto330 y ha recomendado: “ . . . q ue se rev ise la ley para est ablecer
exce pc iones de la pr oh ibición general de todo aborto y pr oteger el ca r á c ter
con fidenc ial de la inform ación médica”.331 En este con texto, el hec ho de que en
el Sa lvador muc has de las den unc ias sean hec has por los ho s pit a les es un cla r o
refle jo de que se está viola ndo el derec ho a que la mujer sea atendida por un
m é dico que va a re s petar la con fidenc ia l idad en todo momen to, es decir su
derec ho a la intimidad pr otegido internac iona l men te.

f. De re c ho a ser consid e rado pre sunto (a) inoc e nte

Los pr ocedi m ien tos contra las mujeres que rec urren al aborto violan el derec ho
a ser consider adas inocen tes al imponerles la prisión preven t iva. Adem á s, el Pac to
de Derec hos Civ iles y Pol í t icos est ablece que la prisión preven t iva de las personas
q ue hayan de ser juz g adas no debe ser la regla gener a l.332 La Convenc i ó n
America na de Derec hos Hum a nos dec lara: “ [ t ] oda persona inc ul pada tiene
derec ho a que se pre suma su inocenc ia mien t r as no se est ablez ca leg a l men te su
c ul pabil idad . . . .”333

En El Sa lvador, la pr á c t ica judic ial dem ue stra que la prisión preven t iva es
ut il i z ada con cierta frec uenc ia en los casos de aborto, lo cual no está de ac uerdo
con los fi nes para los que esta inst itución jur í dica fue concebida ,334 v iol á ndo se con
ello los derec hos hum a nos de la mujer en el pr oce so pena l.

3. Re sponsabilidad inte r na c ional

La re s ponsabil idad de los est ados es un pri nc i pio básico del derec ho
i n ternac ional de ac uerdo al cual éstos son leg a l men te re s ponsables por las
v iolac iones a los tratados internac iona les que han susc rito. Los tratado s
i n ternac iona les de derec hos hum a nos ratificados por El Sa lvador crean la
obl ig ación de re s pe t a r, pr oteger y garantizar el ejerc ic io de los derec hos que en
ellos se en unc ia n.

Con la legislación pun it iva en materia de aborto se viola el deber de re s pe t a r
los derec hos de la mujer internac iona l men te reconoc idos por cua n to el Est ado
i n terv iene de manera ac t iva interferiendo la dec isión de la mujer sobre su
ca pac idad re pr od uc t iva , vul ner a ndo su derec ho a la autonomía y a la intimidad y
ob st ac ul i z a ndo el goce de sus derec hos hum a no s. En este sen t ido, el Com ité pa r a
la Eliminación de todas las Form as de Disc ri m i nación contra la Mujer (el
“Com ité”) enca rg ado de vigilar las obl ig ac iones con t r a í das por los est ados de
ac uerdo con la Convención para la Eliminación de todas las Form as de
Disc ri m i nación contra la Mujer (“Convención de la Mujer”) ha interpre t ado la
obl ig ación de re s petar los derec hos consa gr ados en esta área de la sa lud
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e st ablec iendo que ésta inc luye la de el i m i nar las ba rrer as que impiden el acce so a
serv ic ios de sa lud re pr od uc t iva , como sería el caso de la legislación re st ric t iva en
m a teria de aborto, y por tanto, dic ha legislación es viola toria de la obl ig ación de
re s petar los derec hos que recae sobre los est ados signa t a rios de la Convención de
la Mujer. Aun q ue la intención del legislador al pr om ulgar la ley contra el aborto
no haya sido disc ri m i nar a las mujeres pobre s, j ó venes y de bajos rec urso s, el
re sul t ado de la apl icación de esta ley es cla r a men te disc ri m i na torio lo cual y
con t r a rio al espíritu y las dis po sic iones de la Convención de la Mujer.

El Est ado debe a su vez pr oteger a todos los ciudada nos y ciudada nas tom a ndo
las medidas nece sa rias para prevenir violac iones a sus derec hos por pa rte de
tercer o s, es dec i r, por en t idades privadas y no guberna men t a le s. Es ev iden te que
las mujeres que se some ten al aborto son víctimas de atropellos a sus derec hos por
pa rte de las personas que llevan a cabo el pr ocedi m ien to cla nde st i na men te y en
condic iones preca rias. Asi m ismo, si surgen com pl icac ione s, toda mujer que se
pr ac t ica un aborto es a su vez víctima de violac iones a sus derec hos por pa rte del
personal médico y del personal del poder judic ia l.

Adic iona l men te, de s pués de ratificar los tratados internac iona le s, los est ado s
t ienen la obl ig ación de garantizar los derec hos hum a nos media n te la pue sta en
pr á c t ica de medidas apr opiadas para asegurar que todas las personas pueda n
e jercerlo s. De la misma maner a , se req uiere que los est ados pa rte tomen las
medidas adec uadas para me jorar la ca pac idad de los ciudada nos y ciudada nas de
hacer efec t ivos sus derec ho s. Por ende, en el marco del sistema del derec ho
i n ternac ional de derec hos hum a no s, los gobiernos no sólo tienen el deber de
re s petar los derec hos de los ciudada nos y ciudada nas y pr otegerlos para que no
sean violados por tercer o s, si no también el deber de garantizar y asegur a r
media n te la ejec ución de medidas po sit ivas el ejerc ic io de los mismos por pa rte de
todo s.

La obl ig ación de garantizar impone a los est ados obl ig ac iones de cond ucta y
de re sul t ado. Según las obl ig ac iones de cond uc t a , el Est ado debe em prender
acc iones y form ular pol í t icas de st i nadas a la rea l i z ación de los derec ho s. Por
e jem plo, una obl ig ación de cond ucta del gobierno sa lvadoreño de ac uerdo con las
norm as del derec ho internac ional de los derec hos hum a nos internac iona le s
consiste en asegurar un orden soc ial en el que todos los ciudada nos y ciudada nas
puedan disfrutar de sus derec ho s. El art í c ulo 28 de la Dec la r ación Un iversa l
e st i pula que “toda persona tiene el derec ho a que se est ablez ca un orden soc ial e
i n ternac ional en el que los derec hos y libert ades pr oc la m adas en esta Dec la r ac i ó n
se hagan plena men te efec t ivo s”.335 Esta dis po sición indica que los gobiernos tienen
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el deber de iden t i ficar y abordar los fac tores soc ia les y econ ó m icos que pueden
i m pedir que algunos sec tores de la soc iedad ejerzan sus derec ho s. Con la
pena l i z ación del aborto y la falta de implemen t ación de pol í t icas que atiendan est a
pr oblem á t ica , el gobierno sa lvadoreño está inc um pl iendo su obl ig ac i ó n
i n ternac ional de garantizar un orden soc ial justo.

Las obl ig ac iones de garantizar el ejerc ic io de un derec ho también imponen
sobre los est ados obl ig ac iones de re sul t ado, q ue impl ican la toma de medidas
conc re t as para hacer efec t ivo el ejerc ic io de un derec ho. Por ejem plo, en el caso
del aborto cla nde st i no, en el que se com pr ome ten seria men te los derec hos a la
sa lud y la vida de las mujere s, el Est ado tiene el deber conc re to de asegurar la
pr otección de la sa lud y las vidas de las mujeres media n te la form ulación y
a pr obación de leyes y pol í t icas espec í ficas para red ucir las inst a nc ias de muerte de
m ujeres por com pl icac iones de aborto cla nde st i no y con ello garantizar de maner a
efec t iva los derec hos a la vida , la integridad física y la sa lud de las mujere s. Al no
el i m i nar la legislación re st ric t iva y no implementar pol í t icas pr oac t ivas que
re s pondan a las altas tasas de mort a l idad materna pr od uc idas como re sul t ado del
aborto ind uc ido, El Sa lvador está inc um pl iendo con su obl ig ación de garantizar
el derec ho a la vida de las mujeres sa lvadore ñ as.

4. Con fe re nc ias mundiales de Na c iones Unida s

Además de la existenc ia de obl ig ac iones internac iona les de los est ado s
em a nadas de los tratados internac iona le s, los est ados miem bros han asum ido
com pr om isos a nivel internac ional para pr oteger y pr omover los derec ho s
hum a nos de las mujere s. En una serie de con ferenc ias dur a n te la década de lo s
noven t a , se reconoció que los derec hos re pr od uc t ivos son esenc ia les tanto pa r a
consol idar el re s pe to a los derec hos hum a nos de la mujer como para pr omover el
de sa rr ollo. Est as con ferenc ias rec ien tes se han basado en pri nc i pios form ulados en
con ferenc ias anteriores - de s de la Con ferenc ia In ternac ional de Derec ho s
Hum a nos de Teherán en 1968336 hasta la Con ferenc ia In ternac ional de Poblac i ó n ,
q ue se llevó a cabo en México en 1984 - q ue afi rman el derec ho de los indiv id uo s
a dec idir libremen te el número de hijos y los interva los en t re los nac i m ien to s.337

La defensa de estos po stulados en las últimas décadas est ablece com pr om isos -
como también lo reitera la Agenda de Río- y afi rma que los gobiernos deben
pr oveer serv ic ios de sa lud acce sibles para fac il itar el ejerc ic io de los derec ho s
re pr od uc t ivo s.338 La Con ferenc ia de Derec hos Hum a nos de Viena de 1993
consa gra los derec hos hum a nos de las mujeres y est ablece “la igua ldad en t re
hom bres y mujere s, el derec ho de la mujer a tener acce so a una atención de sa lud
adec uada y a la más ampl ia gama de serv ic ios de pla n i ficación famil ia r, así como
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a la igua ldad de acce so a la ed ucación a todos los nivele s”.339

Dic hos pri nc i pios refle jan la luc ha de los defensores y defensor as de la
ca pac idad de las mujeres para con t r olar su fert il idad como algo funda mental pa r a
extender la igua ldad y la pa rt ic i pación de la mujer en la soc iedad . Aun q ue no son
v i nc ula n tes para los gobierno s, los ac uerdos alca nz ados en las con ferenc ias
i n ternac iona les re pre sentan el consenso sobre los tem as tratado s34 0 y los gobierno s
se com pr ome ten a trad ucir los pri nc i pios disc ut idos en ellas en me jore s
condic iones de vida para sus ciudada nos y ciudada nas. Como se menc ionó en un
ca p í tulo anterior, El Sa lvador pa rt icipó rec ien temen te en dos con ferenc ias
c ruc ia les para el de sa rr ollo y la interpre t ación de los derec hos re pr od uc t ivos: la
CIPD y la CC MM.

En el caso de la CIPD, la deleg ación sa lvadoreña hizo re servas en relación con
el Pr ograma de Acción adopt ado. A pe sar de que El Sa lvador quiso prec isar que
no reconoce la obl ig ación de ac tuar en aq uellos as pec tos en los que expre s ó
re servas, el ca r á c ter ampl io y gen é rico de ést as, el hec ho de que ést as tampoco
l i m itan el com pr om iso asum ido fren te al reconoc i m ien to y pr otección de lo s
derec hos re pr od uc t ivos de la mujer, sum ado a que el gobierno sa lvadoreño tiene
obl ig ac iones a la luz de los tratados internac iona les que ha ratificado, a n ulan lo s
efec tos de sus re servas al Pr ograma de Acción de la CIPD como se verá a
con t i n uac i ó n.

a. Con fe re nc ia Inte r na c ional sobre Población y De sarrollo (CIPD) 

En la CIPD,179 gobiernos adopt a r on por consenso un ac uerdo hist ó rico que
reconoce los derec hos re pr od uc t ivos como pa rte integral de los derec ho s
hum a no s. El Pr ograma de Acción de la CIPD est ablece que los derec ho s
re pr od uc t ivos “se basan en el reconoc i m ien to del derec ho básico de todas las
pa re jas e indiv id uos a dec idir libre y re s ponsablemen te el número de hijo s, el
e s pac ia m ien to de los nac i m ien tos y el interva lo en t re ésto s, y a dis poner de la
i n form ación y de los medios para ello. . .”341 La CIPD art ic uló adic iona l men te la
obl ig ación de los gobiernos de re s petar los derec hos garantizando que lo s
i ndiv id uos tengan el derec ho de tomar dec isiones en materia de re pr od ucc i ó n
l ibres de disc ri m i nac i ó n ,t a n to en los est ablec i m ien tos de sa lud del gobierno como
en los privado s.342

En relación con el aborto, el Pr ograma de Acción es funda mental cua ndo se
aborda el pr oblema del aborto inseguro como un asun to de sa lud públ ica y no
como un asun to mor a l , rel igio so o cul tur a l. En este sen t ido, el Pr ograma de
Acción reconoce y llama a los gobiernos pre sen tes a tomar en cuenta las
consec uenc ias de los abortos inseguros para la sa lud de la mujer: Todos lo s
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gobierno s, las org a n i z ac iones internac iona les y las no guberna men t a le s
pert i nen tes son ex hort adas a fort a lecer su com pr om iso en relación con la sa lud de
la mujer y a mane jar el impac to de los abortos inseguros como un pr oblema de
sa lud públ ica a través de más y me jores serv ic ios de pla n i ficación famil ia r. Se da
la más alta prioridad a la prevención de em ba r a zos no de seados y se insta a hacer
todos los esfuer zos po sibles para que el aborto sea innece sa rio.343 Además se se ñ a la
q ue los gobiernos deben ejec utar pr ogr a m as po st aborto para el mane jo y
t r a t a m ien to de las consec uenc ias y com pl icac iones derivadas del aborto insegur o
y que se debe otorgar un tratamien to y ase sor a m ien to com pasivo a aq uellas
m ujeres que han abort ado, q ue debe ir acom pa ñ ado de un ase sor a m ien to en
tem as de pla n i ficación famil ia r.34 4

Si bien la deleg ación sa lvadoreña pre sentó su ac uerdo y apr obación del
Pr ograma de Acción ver ba l men te, t a m bién manife stó sus re servas con re s pec to a
dos pun tos del Pr ograma de Acción de la Con ferenc ia de El Cairo relac ionado s
con el aborto.345 Sin em ba rgo, dada la va guedad y en algunos casos la no
a pl icabil idad por inexac t itudes técnicas, e st as re servas no inva l idan el com pr om iso
de re s petar y pr oteger los derec hos re pr od uc t ivos de la mujer que tiene este pa í s
de s pués de adoptar el Pr ograma de Acc i ó n. El pri mer pun to se refiere al pri nc i pio
1 del Pr ograma de Acc i ó n , fren te al cual la deleg ación expresó que El Sa lvador,
como país signa t a rio de la Convención America na , debe dar una interpre t ac i ó n
del derec ho a la vida consa gr ado en dic ho pri nc i pio en el sen t ido de pr otegerla
de s de el momen to de la conce pc i ó n , i n terpre t ación que no está en relac i ó n
di recta con los po stulados de la CIPD, q ue no pr opugnan el aborto como método
de pla n i ficación famil ia r. Hay que de st acar además que la asever ación de que el
sistema inter a merica no pr otege la vida de s de la conce pción para negar toda
po sibil idad de aborto legal es una inexac t itud, por cua n to la Com isi ó n
In ter a merica na de Derec hos Hum a nos ha est ablec ido de manera expre sa que el
a rt í c ulo de la Dec la r ación America na que pr otege la vida no se debe interpre t a r
en el sen t ido de pr oteger al fe to y pr oh ibir el aborto leg a l.34 6 Asi m ismo, la
deleg ación sa lvadoreña dejó const a nc ia expre sa en sus re servas de que no se debe
i nc luir el aborto como serv ic io ni como método para regular la fec undidad . Con
re s pec to a los efec tos de esta re serva , hay que pun tualizar que no tienen relac i ó n
a l guna con los po stulados del Pr ograma de Acción de la CIPD por cua n to ésto s
no abogan en ningún caso por el aborto como método de pla n i ficación famil ia r.
Por lo tanto, el gobierno sa lvadoreño tiene el com pr om iso a nivel internac ional de
e jec utar a nivel nac ional el manda to del Pr ograma de Acción de la CIPD y sus
re servas no tienen ningún efec to sobre los po stulados del Pr ograma de Acción y
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en pa rt ic ula r, en los que hacen referenc ia al tratamien to po st aborto que debe
pr opoc iona rse a la mujer que ha abort ado y al sum i n istro de estos serv ic io s.

Cabe de st acar que en la rev isión del cum pl i m ien to de los com pr om iso s
asum idos por los gobiernos en la CIPD en 1999 en el pr oce so denom i nado
“Ca i r o + 5 ”, los gobiernos en general y en pa rt ic ular muc hos gobierno s
la t i noa merica nos reconoc ier on nueva men te el pr oblema del aborto insegur o
media n te el apoyo a algunas pr opue st as de ca m bio de len guaje en el doc umen to
de medidas clave de la CIPD + 5.347 Este doc umen to est ablece que “todos lo s
gobierno s. . . [ deben] inc rementar su com pr om iso con la sa lud de la mujer y
oc u pa rse de los efec tos que en la sa lud tienen los abortos rea l i z ados en condic ione s
no adec uadas como un import a n te pr oblema de sa lud públ ica”.348 El doc umen to
t a m bién indica que “[e]n todos los caso s, las mujeres deben tener acce so a serv ic io s
de ca l idad para tratar las com pl icac iones derivadas de aborto s”349 y est i pula que lo s
gobiernos deben “pr oporc ionar ... un trato hum a n it a rio y orien t ación a las
m ujeres que han rec urrido al aborto”.350

b.C uar ta Con fe re nc ia Mundial de la Mujer (CC M M )

La Pla t a forma de Acción de Bei jing apr obada en la CC MM re toma y adopt a
los pri nc i pios y po stulados est ablec idos en la CIPD en cua n to a la nece sidad de
abordar el derec ho de la mujer a la sa lud re pr od uc t iva , el derec ho a que ést a
con t r ole su pr opia fec undidad y a adoptar las dec isiones rela t ivas a la re pr od ucc i ó n
sin coerc i ó n , disc ri m i nación ni violenc ia.351 La Pla t a forma de Acción est i pula que
“[e]n la mayor pa rte de los pa í se s, la falta de atención de los derec ho s
re pr od uc t ivos de la mujer limita gr avemen te sus oportun idades en la vida públ ica
y privada , i nc luidas las oportun idades de ed ucación y pleno ejerc ic io de sus
derec hos econ ó m icos y pol í t ico s. La ca pac idad de la mujer para con t r olar su
pr opia fec undidad const ituye una base funda mental para el disfrute de ot r o s
derec ho s”.352

La Pla t a forma de Acción insta a los gobiernos a reconocer el aborto como un
pr oblema de sa lud públ ica y, por tanto, a basar sus pol í t icas y pr ogr a m as en un
com pr om iso con la sa lud de la mujer.353 Ta m bién ex horta a los pa í ses con leye s
q ue penalizan el aborto a considerar su rev isi ó n35 4 y hace un lla m ado import a n te
a que se rea l icen estudios para de term i nar las razones por las cua les las mujere s
rec urren a abortos inseguros y sus consec uenc ias.355 La Pla t a forma de Acc i ó n
t a m bién est ablece que los pr ogr a m as de sa lud re pr od uc t iva deben inc lui r
orien t ación y trato com pasivo a las mujeres que han ten ido un aborto, y llama a
los gobiernos a que se rea l icen inve st ig ac iones en esta área para abordar sus efec to s
de una manera coheren te.356
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La deleg ación sa lvadoreña no pre sentó form a l men te re servas a los po stulado s
de la Pla t a forma de Acción de Bei ji n g.

De ac uerdo con lo anterior, la legislación sa lvadoreña pun it iva en materia de
aborto con t r av iene los po stulados de la CIPD y de la CC MM. En efec to, con
po sterioridad a est as con ferenc ias, le jos de rev isa rse la legislación pun it iva ,q ue er a
uno de los manda tos de la Pla t a forma de Acción de Bei ji n g, el gobierno
sa lvadoreño pr omovió la re st ricción de la legislación sobre aborto. Asi m ismo, el
hec ho de que se siga den unc ia ndo y disc ri m i na ndo a las mujeres en los serv ic io s
de sa lud públ ica cua ndo ac uden a ellos de s pués de haber rec urrido a un aborto y
no se les dé un tratamien to com pasivo cua ndo sufren com pl icac iones con t r adice
lo est ablec ido en est as con ferenc ias. Lo anterior dem ue stra que el Est ado
sa lvadoreño no sólo ha inc um pl ido las obl ig ac iones internac iona les con t r a í das de
ac uerdo con los di feren tes tratados internac iona le s, si no que además ha
i nc um pl ido los com pr om isos internac iona les con t r a í dos en las di feren te s
con ferenc ias mundia les que se han pr on unc iado sobre los derec hos re pr od uc t ivo s
de la mujer.
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Conc lusi ó n
Si bien la adopción de pol í t icas de sa lud re pr od uc t iva en El Sa lvador const ituye

un ava nce que puede abrir espac ios de re s pe to y pr otección de los derec hos de las
m ujere s, la pena l i z ación del aborto continúa siendo un ob st á c ulo para el disfrute
pleno de los derec hos sex ua les y re pr od uc t ivos de las mujeres sa lvadore ñ as
reconoc idos internac iona l men te. Dadas las di feren tes circ unst a nc ias en las que
una mujer toma la dec isión de interrum pir un em ba r a zo, la única persona apt a
para dec idir en este terreno es la mujer y el Est ado debe garantizar que si la mujer
dec ide abort a r, no ponga en pel igro su vida.

Los gobiernos deben re s petar y pr oteger el derec ho de la mujer a tom a r
dec isiones re s pec to a su vida re pr od uc t iva sin que ello impl iq ue un rie sgo para su
v ida , su integridad física y su sa lud . La mujer, bien por q ue ha sido violada , bien
por q ue su sa lud corre pel igro si lleva a térm i no su em ba r a zo, bien por q ue dec ide
por muc hos fac tores interrum pi rlo, puede ejercer este derec ho re pr od uc t ivo y
t iene derec ho a no ser perseguida por el sistema penal ni por el sistema de sa lud si
nece sita interrum pir su em ba r a zo. Mas aún, una mujer tiene derec ho a no poner
en pel igro su vida y su integridad cua ndo le pr ac t ican un aborto. Para ello, lo s
gobiernos deben velar por la pr otección de los derec hos de la mujer reconoc ido s
i n ternac iona l men te y adoptar las medidas acordadas en di feren tes con ferenc ias
i n ternac iona les para abordar la pr oblem á t ica del aborto inseguro y ev itar así que
las mujeres con t i n ú en pon iendo en pel igro su vida y su sa lud con la interru pc i ó n
de un em ba r a zo.

En este informe hemos ilust r ado las consec uenc ias que tiene la legislac i ó n
re st ric t iva sobre aborto en El Sa lvador. Cada año, m iles de mujeres sa lvadore ñ as
m ueren o su sa lud se ve seria men te afec t ada debido a com pl icac iones derivadas de
abortos pr ac t icados en condic iones de rie sgo. Las reform as legisla t ivas en El
Sa lvador con t ribuyen a que esta pr oblem á t ica con t i n ú e, v iola ndo con ello lo s
derec hos básicos de las mujeres que han sido reconoc idos en los inst rumen to s
i n ternac iona les de pr otección de los derec hos hum a nos y los com pr om iso s
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acordados en con ferenc ias mundia les para abordar la pr oblem á t ica del aborto
i nsegur o. Adic iona l men te, las mujeres sa lvadore ñ as se ven some t idas a la
persec ución del sistema de sa lud públ ica ,q ue debe den unc ia rlas cua ndo existe la
so s pec ha de que hayan abort ado, y del sistema judic ia l , lo cual agr ava la situac i ó n
y con t ribuye a que el aborto continúe sum ido en la cla nde st i n idad y se trad uz ca
en altas tasas de mor bil idad y mort a l idad de la población femen i na sa lvadore ñ a.

La rea l idad dem ue stra que es nece sa rio rev isar la legislación pun it iva
sa lvadoreña e impulsar pr oce sos pol í t icos y soc ia les que re s pondan a la magn itud
del pr oblem a , no para con t i n uar neg a ndo la rea l idad, si no para aborda rla con un
m a rco jur í dico que refle je el pleno re s pe to de la soc iedad a los derec hos hum a no s
de la mujer.
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Recomendac iones 

A LOS DIFERENTES ÓRGANOS DEL ESTA D O
S A LVA D O R E Ñ O

Al gobie r no salvadore ñ o

De sa rr ollar pr opue st as legisla t ivas y pol í t icas que reconoz can y pr om uevan de
m a nera expl í c ita los derec hos re pr od uc t ivos de las mujeres con ten idos en
convenc iones internac iona les de derec hos hum a nos ratificadas por El Sa lvador y
en los Pr ogr a m as de Acción de con ferenc ias mundia le s. Incorporar este marco
jur í dico y pol í t ico a dist i n t as áreas y pol í t icas guberna men t a les tales como
ed ucac i ó n , sa lud públ ica y asistenc ia soc ia l , i nvoluc r a ndo a func iona rios de
dist i n tos niveles en los órg a nos ejec ut ivo, legisla t ivo y judic ial así como a
re pre sen t a n tes de la soc iedad civ il y en pa rt ic ular al mov i m ien to de mujere s.

• Im pulsar com isiones mul t idisc i pl i na rias espec ia l i z adas que inc luyan a
pr ofe siona les del sec tor sa lud, legisladores y re pre sen t a n tes del mov i m ien to de
m ujeres en t re otros para rev isar la norm a t iva sa lvadoreña y de tectar dis po sic ione s
disc ri m i na torias, con espec ial énfasis en el impac to que tienen las leyes re st ric t ivas
en materia de derec hos re pr od uc t ivo s, y recomendar medidas para abordar la
pr oblem á t ica del aborto insegur o.

• Abrir y pr omover un deba te ampl io a nivel nac ional sobre el aborto, da ndo
cabida a una plur a l idad de pers pec t ivas y pun tos de vista de dist i n tos sec tores de
la soc iedad .

• Rev isar la norm a t iva que con tenga dis po sic iones que disc ri m i nen a la mujer
y pr oponer pr oyec tos de ley y pol í t icas que atiendan las causas est ruc tur a les que
ob st ac ulizan el pleno disfrute y ejerc ic io de los derec hos econ ó m icos y soc ia les de
las mujeres sa lvadore ñ as, pa rt ic ula rmen te de las jóvenes y con escasos rec urso s.
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Al Instituto Salvadoreño para el De sarrollo de la Mujer (ISDE MU ) :

• Inc luir el aborto inseguro como tema priorit a rio en su agenda para impulsa r
medidas que aborden esta pr oblem á t ica.

• Pr omover ca m pa ñ as de ed ucación públ ica para fomentar la com prensión del
aborto como un pr oblema de sa lud públ ica que afecta a una gran pa rte de las
m ujeres sa lvadore ñ as, pa rt ic ula rmen te a las jóvenes y con escasos rec urso s.

• Pr omover la defensa y pr otección por pa rte de ot r as agenc ias est a t a les y de
ac tores privados de los derec hos reconoc idos en tratados internac iona les que
pr otegen los derec hos de las mujere s, en pa rt ic ular sus derec hos re pr od uc t ivo s.

• Asegurar que se cum plan los pla nes y las acc iones con tem plados en la Pol í t ica
Nac ional de la Mujer y el Plan Nac ional de Sa lud Re pr od uc t iva con re s pec to a la
sa lud sex ual y re pr od uc t iva , y en espec ial el acce so a serv ic ios y la conse jería a la
población adole scen te.

• Mien t r as se mantenga la pena l i z ación del aborto en El Sa lvador, el IS DE MU
debe impulsar de manera conjunta con el Mi n isterio de Sa lud serv ic ios de
a tención al aborto incom ple to así como conse jería po st aborto a las mujeres que
ac uden a los serv ic ios de sa lud y a las que han sido pr oce sadas por haber
i n terrum pido un em ba r a zo para que se re s pe ten sus derec hos y sean tratadas con
dign idad por el personal de sa lud y los func iona rios judic ia le s.

• Realizar ac t iv idades espec ia les de ed ucación a la com un idad sobre asun to s
relac ionados con el aborto dentro del marco de los derec hos hum a no s, q ue
i nc luyan inform ación sobre sa lud re pr od uc t iva , em poder a m ien to de la mujer,
conse jería y acce so a serv ic ios de pla n i ficación famil ia r.

• Diseñar cursos de ca pac it ación para func iona rios del órg a no judic ial y
pr ofe siona les de la sa lud sobre el con ten ido y la apl icación de las convenc ione s
i n ternac iona les de derec hos hum a nos de la mujer que inc luyan el tema de lo s
derec hos sex ua les y re pr od uc t ivo s. Poner en pr á c t ica pr ogr a m as de asistenc ia y
a poyo a las víctimas de violación sex ual para red ucir los em ba r a zos no de seado s
re sul t ado de violenc ia sex ual e ince sto. La atención debe inc luir por tanto
i n form ación y acce so a la anticonce pción de emergenc ia gr a tuita a las mujeres que
han sido víctimas de violenc ia sex ua l.
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Al M iniste r io de Salu d

• Inv itar a miem bros de la soc iedad civ il y en pa rt ic ular a gru pos de mujere s
con conoc i m ien to del marco de los derec hos re pr od uc t ivo s, v iolenc ia contra la
m ujer y derec hos hum a nos de las mujeres a trabajar y colaborar en la form ulac i ó n
de pol í t icas y pla nes nac iona le s, regiona les y loca les que afec ten la sa lud sex ual y
re pr od uc t iva de la mujer.

• Dar prioridad a la ejec ución y eva luación de las acc iones con tem pladas en el
Plan Nac ional de Sa lud Re pr od uc t iva. Es funda mental el em pleo de indicadore s
q ue revelen la ca l idad de los serv ic ios pre st ados a las usua rias y pa rt ic ula rmen te el
re s pe to a sus derec hos hum a no s.

• Aborda r, doc umentar y dar segui m ien to al pr oblema del aborto inseguro y
su inc idenc ia en las altas tasas de mort a l idad y mor bil idad de las mujere s
sa lvadore ñ as.

• Di fundir inform ación acerca de los derec hos re pr od uc t ivos y ampl iar el
acce so a los serv ic ios de sa lud re pr od uc t iva a través de los medios de
com un icación soc ia l , tom a ndo en cuenta las nece sidades espec í ficas de gru pos en
situación de mayor vul ner abil idad .

• Dar prioridad en los serv ic ios de atención po st aborto a mujeres que sufren
com pl icac iones a consec uenc ia de abortos pr ac t icados en condic iones de rie sgo.
Estos serv ic ios deben inc luir tratamien to médico gr a tuito y una conse jer í a
adec uada sobre métodos de pla n i ficación famil ia r. Como pa rte de esta inic ia t iva ,
se debe ca pac itar y bri ndar el eq ui po nece sa rio a los pr oveedores de sa lud en
a tención po st aborto a través del sistema de sa lud públ ica.

• Asegurar que se cum plan los pla nes y pr ogr a m as de sa lud re pr od uc t iva
di rigidos a adole scen tes y a gru pos en mayor situación de rie sgo. En este con texto
es funda mental pr omover ca m pa ñ as para di fundir inform ación sobre derec ho s
re pr od uc t ivos y serv ic ios de pla n i ficación famil ia r, y garantizar el acce so a
serv ic ios de conse jería en sa lud sex ual y re pr od uc t iva.

A la Proc uraduría Gene ral para la defe nsa de los De re c hos Humanos

• Estudiar y abordar la reforma de la ley de aborto en el Código Penal como
una violación de los derec hos hum a nos de la mujer.
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• Realizar segui m ien to a los casos de aborto en las fisca l í as de El Sa lvador pa r a
asegurar que no se vul neren los derec hos de las mujeres que están siendo
pr oce sadas.En este sen t ido es recomendable estudiar la disc ri m i nación de que son
v í c t i m as las mujeres de los sec tores más vul ner ables de la población en cua n to
acce so a la just ic ia y apl icación de la legislación pena l , y em itir recomendac ione s
para atender esta pr oblem á t ica.

• Vigilar el cum pl i m ien to por pa rte del gobierno sa lvadoreño de los tratados y
conven ios internac iona les ratificados por este país que pr otegen los derec hos de las
m ujere s, aborda ndo la norm a t iva sobre el aborto con un análisis de s de la
pers pec t iva de los derec hos hum a no s.

A la Fisc alía Gene ral de la Na c i ó n

• Velar por una apl icación efec t iva de las medidas sust itut ivas de la de tenc i ó n
preven t iva en los casos en que haya den unc ia por aborto para que en ningún caso
se apl iq ue la de tención preven t iva.

A LAS ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTA L E S

• Unir esfuer zos de las ONG que trabajen en derec hos hum a nos y de las que
ofrez can serv ic ios de sa lud re pr od uc t iva para el de sa rr ollo de est r a tegias conjun t as
y ca m pa ñ as com unes en torno a la de s pena l i z ación del aborto y a la pr omoc i ó n
de los derec hos re pr od uc t ivo s. Es pec í fica men te, t r abajar para pr opic iar un deba te
p ú bl ico sobre el aborto en el marco de los derec hos hum a nos de la mujer y de la
nece sidad de re s petar el derec ho a su autonomía re pr od uc t iva.

• Las ONG de derec hos hum a nos pueden diseñar est r a tegias de impulso y
di fusión del marco internac ional de pr otección de los derec hos re pr od uc t ivos de
las mujere s. Pueden doc umentar y mon itorear el mane jo de los casos en los que
se atropellan estos derec ho s. En este sen t ido, puede da rse segui m ien to a los caso s
de aborto inic iados por la Fiscalía para tener la certeza de que no se violan lo s
derec hos de las mujeres; y velar para que se dic ten medidas sust itut ivas a la
de tención preven t iva cua ndo se den unc ie a alguna mujer por haberse pr ac t icado
un aborto.

• Las ONG pueden exigir que el Est ado ren ueve los com pr om iso s
i n ternac iona les prev ia men te ad q ui ridos y que ratifiq ue el Pr otocolo fac ul t a t ivo de
la CE DAW como demo st r ación de que se reconocen los derec hos hum a nos de las
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m ujeres y se consideran priorit a rio s. Ta m bién pueden estudiar la viabil idad de
pre sentar casos en los que se vul neran los derec hos re pr od uc t ivos ante sistem as
i n ternac iona les de pr otección de los derec hos hum a nos como, en nue stro caso, el
sistema inter a merica no.

• Las org a n i z ac iones pr oveedor as de serv ic ios de sa lud re pr od uc t iva pueden
pr opugnar por la creación de coa l ic iones con asoc iac iones médicas o miem br o s
de ést as para inic iar el deba te y ca m pa ñ as por la de s pena l i z ac i ó n. En este sen t ido,
se puede buscar el apoyo de gru pos pr ofe siona les loca les y pr opic iar disc usione s
en t re gru pos de pr oveedores de la sa lud, asoc iac iones medicas, e tc., con el fin de
abordar la pr oblem á t ica del aborto inseguro y la import a nc ia de de s penalizar est a
pr á c t ica.

A LAS A S O C I ACIONES DE PROFESIONALES DE LA SALUD

• Abrir espac ios para que los médico s, y espec í fica men te los gi nec ó logos que
a poyan los derec hos re pr od uc t ivos de la mujer, se puedan expre sar públ ica men te
sobre el aborto como un pr oblema de sa lud públ ica que afecta a un sec tor
e s pec í fico de mujeres sin que esto dé pie a re perc usiones o amone st ac iones en su
c í rc ulo pr ofe siona l.

• Im pulsar el di á logo sobre la reforma de la legislación sobre aborto. En este
sen t ido, un gru po de trabajo conjun to de la Feder ación In ternac ional de
Gi necología y Ob ste t ric ia (FIGO) y la OMS ha recomendado que las soc iedade s
de gi necología y ob ste t ric ia en los di feren tes pa í ses pr om uevan y se vinc ule al
di á logo en torno a la legislación pun it iva del aborto, sobre todo con t ribuyendo
con estudios cien t í ficos sobre casos espec ia les como cua ndo la vida de la mujer
e stá en pel igr o.

• Re s petar el derec ho a la intimidad de las mujeres que req uieran acce so a
serv ic ios po st aborto, media n te el re s pe to al sec re to pr ofe sional en t re médico y
pac ien te.

• Tr abajar en la rev isión de las dis po sic iones con ten idas en los códigos de ética
m é dica y en el Código de Sa lud que dism i n uyan o meno scaben los derec hos de
la mujer y pr oponer ca m bios a esta norm a t iva.
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A LOS MEDIOS DE COMUNICAC I Ó N

• Pr omover los derec hos hum a nos de las mujeres abriendo espac ios para la
disc usión de los derec hos sex ua les y re pr od uc t ivo s, pre st a ndo espec ial atención al
i m pac to de la pena l i z ación del aborto sobre la mujer sa lvadoreña y bri nda ndo
i n form ación impa rc ia l. Por ejem plo, se pueden abrir espac ios de disc usión sobre
el tema peri ó dica men te tanto a personas que están a favor como en contra de la
de s pena l i z ación del aborto.

• Asumir el com pr om iso de tomar medidas para ca m biar los estereot i pos de
g é nero pre sen tes en los medios y que const ituyen ob st á c ulos para el ava nce de lo s
derec hos de las mujeres y las niñas de ac uerdo con las recomendac ione s
con ten idas en la Pla t a forma de Bei ji n g.

• Apoyar ca m pa ñ as contra la disc ri m i nación de mujeres y niñas media n te la
den unc ia ac t iva de los atropellos a sus derec hos y modi ficar el est ilo
“sensac iona l ist a” de las not ic ias que se refieren a casos de mujeres que ha n
abort ado.

A LAS AGENCIAS DONANTES Y A ORGANIZAC I O N E S
I N T E R N ACIONALES EN EL SALVA D O R

• Dar apoyo a pr oyec tos espec í ficos que abordan el aborto como un pr oblem a
de sa lud públ ica , tom a ndo como pun to de pa rt ida el hec ho de que su pena l i z ac i ó n
const ituye una violación a los derec hos hum a nos y re pr od uc t ivos de la mujer. Lo s
dona n tes internac iona les pueden apoyar de manera pa rt ic ular el trabajo de ONG
v i nc uladas al trabajo de cabildeo y acción pol í t ica sobre el tema del aborto y deben
bri ndar apoyo a gru pos de mujeres para que se puedan den unc iar y doc umen t a r
casos de violac iones a sus derec ho s.

• Dar apoyo a los pla nes del Mi n isterio de Sa lud Públ ica y Asistenc ia Soc ial y
del Mi n isterio de Ed ucación que pre tendan poner en pr á c t ica pr ogr a m as de
ed ucación sex ual y de acce so a serv ic ios de sa lud re pr od uc t iva que pr om uevan el
e jerc ic io de los derec hos re pr od uc t ivos de las personas.

• Dar apoyo a los pr oyec tos que pr opongan las ONG y/o el Est ado de
i nve st ig ación sobre el tema del aborto abordado de s de la pers pec t iva de sa lud
p ú bl ica y su impac to en las tasas de mor bil idad y mort a l idad maternas.Asi m ismo,
debe da rse prioridad al fi na nc ia m ien to de inve st ig ac iones que de s de esto s
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e s pac io s, relac ionen la violenc ia , el em ba r a zo no de seado y los aborto s
e s pon t á neos e ind uc idos de s de una pers pec t iva de los derec hos hum a nos y de
m a nera pa rt ic ula r, q ue tengan por obje t ivo el em poder a m ien to y el re s pe to al
derec ho a la autode term i nación re pr od uc t iva de la mujer.

A LOS ORGANISMOS DE PROTECCIÓN Y V I G I L A N C I A
DE LOS SISTEMAS UNIVERSAL Y REGIONAL DE
P ROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS

• El Com ité de Derec hos Hum a no s, el Com ité para la Eliminación de Todas
las Form as de Disc ri m i nación contra la Mujer y los otros org a n ismos mon itore s
de los tratados de derec hos hum a nos ratificados por El Sa lvador, deben ob serva r
y ejercer un est ric to esc rut i n io de la legislación sa lvadoreña en materia de aborto
y derec hos sex ua les y re pr od uc t ivos en gener a l , para err adicar aq uellas norm as que
v iolan los derec hos funda men t a les de las mujere s.

• Los org a n ismos de pr otección del Sistema In ter a merica no de Derec ho s
Hum a nos deben exigir al gobierno de El Sa lvador la defensa de los derec ho s
con ten idos en los tratados regiona le s, e s pec ia l men te en la Convención America na
de Derec hos Hum a nos y la Convención de Belem do Pa r á . Se recom ienda que
en el informe anua l , la Com isión In ter a merica na de Derec hos Hum a nos se
m a n i fie ste sobre esta situación em it iendo recomendac iones espec í ficas al gobierno
sa lvadore ñ o. Es recomendable que la CI DH dediq ue espec ial atención a la
situación de la sa lud de la mujer en su informe de segui m ien to del In forme de
Derec hos Hum a nos sobre la Condición de la Mujer en las Am é ricas, publ icado
en 1998.

• En cum pl i m ien to de los com pr om isos con t r a í dos por el gobierno de El
Sa lvador en la Con ferenc ia de El Cairo y en la Con ferenc ia de Bei ji n g, y de las
obl ig ac iones internac iona les que surgen con la ratificación de convenc ione s
i n ternac iona les de pr otección de los derec hos hum a no s, los org a n ismos de
pr otección de derec hos hum a nos regiona les e internac iona les deben exigir el
re s pe to y garantía de aq uellos derec hos civ ile s, pol í t ico s, econ ó m icos y soc ia les de
las mujeres de st i nados a garantizarles el acce so al nivel más elevado de sa lud sex ua l
y re pr od uc t iva y la toma de dec isiones sobre la re pr od ucc i ó n , sin sufri r
disc ri m i nac i ó n , coerción ni violenc ia. Media n te la em isión de recomendac ione s
o com un icac ione s, e stos org a n ismos deben manife st a rse para est ablecer que la
pena l i z ación del aborto en El Sa lvador, así como las demás norm as que
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disc ri m i nan a la mujer sa lvadore ñ a , const ituyen una violación a sus derec ho s
hum a no s.
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Not as
1 Véase CENTRO LEGAL PARA DERECHOS REPRODUCTIVOS Y POLÍTICAS

PÚBLICAS (CRLP), Hechos. Leyes sobre aborto en el mundo: Cambios recientes y
recomendaciones para la acción (hoja informativa), Nueva York, febrero de 2000,
p. 1; THE ALAN GUTTMACHER INSTITUTE (AGI), “A Global Review of Laws
on Induced Abortion, 1985-1997” [Revisión global de las leyes sobre aborto
inducido, 1985-1997], en International Family Planning Perspectives, Nueva York,
vol. 24, no. 2, junio de 1998, pp. 56-63.
2 CRLP,“Efectos de las legislaciones sobre el aborto inducido”, en Reflexiones
sobre el aborto (hojas informativas), Nueva York, 1999, p. 2.
3 CRLP, Cambios recientes y recomendaciones, p. 2.
4 Un ejemplo claro de la falta de información y de cómo las investigaciones
en el área de demografía omiten indagar directamente sobre el tema por
temor a poner en peligro la confidencialidad de las mujeres encuestadas es el
hecho de que por ejemplo, la Encuesta Nacional de la Salud Familiar, realiza-
da por la Asociación Demográfica Salvadoreña, no pregunta sobre el aborto,
lo cual no permite que se tengan estadísticas para apreciar la magnitud del
problema. Entrevista con José Mario Cáceres, Asociación Demográfica
Salvadoreña, realizada el 17 de agosto, 1999 (notas en los archivos del CRLP),
[en adelante Entrevista Cáceres].
5 CRLP, “Una mirada inicial al aborto inducido”, en Reflexiones sobre el aborto
(hojas informativas), Nueva York, 1999, p. 1.
6 STANLEY K HENSHAW et al., THE ALAN GUTTMACHER INSTITUTE, “The
Incidence of Abortion Worldwide” [La incidencia del aborto en el mundo],
en International Family Planning Perspectives, Nueva York, vol. 25, enero de 1999,
p. S32.
7 CRLP, “El aborto como problema de salud pública”, en Reflexiones sobre el
aborto (hojas informativas), Nueva York, 1999, p. 1.
8 Ibid.
9 La tasa de mortalidad materna es de 300 muertes por cada cien mil mujeres.
Esta tasa es inferior sólo a los índices de Bolivia (con 370 por cada cien mil) y
Haití (con 600 por cada cien mil). BANCO MUNDIAL, World Development

Indicators 1999 [Indicadores de desarrollo mundial], 1999, pp. 98-100.
10 Los nacimientos clasificados como planeados son cuando la mujer quiere
quedar embarazada. Los deseados, pero no planeados, son cuando la mujer
quería esperar más tiempo antes de quedar embarazada y los no planeados, ni
deseados, son cuando la mujer no quería quedar embarazada pero lo está.
Véase ASOCIACIÓN DEMOGRÁFICA SALVADOREÑA (ADS) Y CENTERS FOR

DISEASE CONTROL AND PREVENTION (CDC), Encuesta Nacional de la Salud
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Familiar: 1998 (Informe preliminar), República de El Salvador, marzo de 1999,
p. 5 y cuadro 2.4.
11 Ibid., cuadros 3.1, 3.2.
12 Ibid., p. 9.
13 Para los efectos de esta publicación, se denominarán “grupos católicos de
derecha” a los autodenominados grupos “pro-vida”, que también han sido
denominados por otras organizaciones “grupos de derecha católicos”.
14 Zona Occidental: Santa Ana; Sonsonate y Ahuachapán (Oficinas subre-
gionales); Zona Central: San Salvador; Mejicanos, Nueva San Salvador, San
Marcos, Apopa, Chalatenango, Soyapango; Zona Paracentral: San Vicente;
Sensuntepeque, Zacatecoluca, Cojutepeque; Zona Oriental: San Miguel
(Oficina Regional); La Unión, Usulután, San Francisco Gotera.
15 Se visitaron 14 f iscalías personalmente para poder examinar los expedientes
y entrevistar a los fiscales que estaban a cargo de ellas y, asimismo, discutir
algunos de los casos. Solamente en la Zona Occidental no se pudo revisar los
expedientes, pero la fiscal a cargo proporcionó un informe con los datos nece-
sarios para realizar este estudio; en la Zona Oriental, por su ubicación, no se
pudo ir a las oficinas subregionales de La Unión y de San Francisco de Gotera,
pero se realizaron entrevistas telefónicas.
16 En el periodo en que se realizó el estudio, en El Salvador había tres mujeres
encarceladas por haberse practicado un aborto. Aunque idealmente hubiera sido
de mucha utilidad entrevistarlas para esta investigación, ninguna de ellas quiso
conceder una entrevista. Tampoco fue posible obtener testimonios de mujeres
que hubieran abortado. Una médica que dirige sesiones y talleres con mujeres,
ofreció la oportunidad de entrevistar a varias mujeres que habían sido víctimas
de violencia sexual para que discutieran sus experiencias y perspectivas sobre el
aborto. A lo largo del texto y cuando se ha estimado pertinente, se han intro-
ducido las perspectivas sobre el aborto de estas mujeres salvadoreñas.
17 BANCO MUNDIAL, Indicadores de desarrollo, p. 120.
18 FONDO DE POBLACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS (FNUAP), Estado de la
población mundial 1999, Nueva York, 1999, p. 72.
19 ANA MURCIA et al., “El Salvador: Transition and Participation” [El
Salvador: Transición y Participación], en Social Watch, no. 3, 1999, p. 130. De
acuerdo al FNUAP el PIB per cápita (1995) PPA en El Salvador es de
USD$2,860. Esta cifra se puede comparar con Nicaragua y Honduras, los dos
países más pobres en Centroamérica, con un PIB per cápita de USD$1,820 y
USD$ 2,260 respectivamente. México (USD$8,110), Panamá (USD$6,890),
Costa Rica (USD$6,510), Belice (USD$4,080),y Guatemala (USD$4,060)
tienen los más altos. FNUAP, Estado de la población, p. 72.
20 CENTRAL INTELLIGENCE AGENCY (CIA), The World Fact Book: El Salvador
[Hechos del mundo: El Salvador], enero de 1999.
21 Ibid.
22 Ibid.
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23 JAMES DUNKERLEY, The Long War – Dictatorship and Revolution in El Salvador
[La guerra larga - dictadura y revolución en El Salvador], Londres, Verso, 1985, p. 7.
24 HUGH BYRNE, El Salvador’s Civil War: A Study of Revolution [La guerra civil
de El Salvador: un estudio de la revolución], Lynne Rienner Publishers, Inc.,
Boulder, Colorado, 1996, p. 23.
25 Ibid.
26 NACIONES UNIDAS (NU)/ONUSAL, Acuerdos de El Salvador: En el camino de
la paz, Imprenta el Estudiante, San Salvador, 1993, p. pii.
27 Ibid., p. piii. Véase también ATILIO MONTALVO, Los acuerdos de paz un año
después, CINAS, San Salvador, 1993, p. 1.
28 JOSÉ MIGUEL CRUZ, “¿Por qué no votan los salvadoreños?”, en Estudios
Centroamericanos, nos. 595–596, año LIII, mayo/junio de 1998, p. 470.
29 MONTALVO, Acuerdos de paz, p. 1.
30 NU/ONUSAL, Acuerdos de El Salvador, p. piii.
31 En 1997 la participación electoral de la ciudadanía fue 19% menos que en
1994. Asimismo, según se desprende de un estudio hecho en 1998 por el
Instituto Universitario de Opinión Pública de la Universidad
Centroamericana José Simeón Cañas (UCA), una “buena parte de la
población no está convencida de la utilidad de las elecciones” y “la mitad de
los salvadoreños tienen poco o ningún interés en el proceso electoral de
1999”. De cada 10 salvadoreños, seis declararon que votar era un pérdida de
tiempo porque nada cambia en el país y cerca de la mitad (47.2%) estimó que
las elecciones no serían limpias. PROGRAMA DE LAS NACIONES UNIDAS PARA

EL DESARROLLO (PNUD), El Salvador: Estado de la Nación en Desarrollo
Humano 1999, p. 8.
32 Véase ibid. La brecha entre la clase política y la sociedad se ha profundizado
debido a que la primera no ha sido capaz de actuar como intermediaria de
las demandas de la población ante las instancias estatales responsables de
actuar. Véase también CENTRO DE INFORMACIÓN, DOCUMENTACIÓN Y

APOYO A LA INVESTIGACIÓN (CIDAI), “El Salvador en 1998: Política,
economía y sociedad”, en Estudios Centroamericanos, no. 603, año LIV, enero
1999, pp. 69-70.
33 Véase en general entrevista con Sofía Villalta, ginecóloga, realizada el 17 y
31 de agosto, 1999 (notas en los archivos del CRLP); entrevista con Zoila
Innocenti, profesora de Sociología en la Universidad Centroamericana José
Simeón Cañas, realizada el 30 de agosto, 1999 (notas en los archivos del
CRLP), [en adelante Entrevista Innocenti];entrevista con Fressia Cerna,
Oficial de Programas del Fondo de Población de las Naciones Unidas, real-
izadas el 7de agosto, 1999, (notas en los archivos del CRLP), [en adelante
Entrevista Cerna]; y María Elena Rodríguez, presidenta de la Asociación de
Mujeres Médicas de El Salvador, realizadas el 7 de septiembre, 1999 (notas en
los archivos del CRLP), [en adelante Entrevista Rodríguez].
34 LISA NORTH, “El Salvador: The Historical Roots of the Civil War” [Las
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raíces históricas de la guerra civil], en Studies in Political Economy, no. 8, vera-
no 1992, p. 75.
35 INSTITUTO UNIVERSITARIO DE OPINIÓN PÚBLICA, “La religión para los sal-
vadoreños en 1995”, en Estudios Centroamericanos, no. 563, año L, septiembre de
1995, p. 859. Un ejemplo de este cambio en la postura de la Iglesia fue brinda-
do por una entrevistada para esta investigación, quien afirmó que los predece-
sores de este arzobispo tenían una posición “racional” en el tema de la planifi-
cación familiar, ya que estaban dispuestos a enseñar el uso de los diferentes
métodos anticonceptivos modernos. En la actualidad, la Iglesia salvadoreña rec-
haza esta postura totalmente. Entrevista Innocenti.
36 Entrevista Innocenti.
37 Desde la firma de los Acuerdos de Paz, los diferentes gobiernos de este país
han intentado conjugar una mayor participación económica y social con una
economía de mercado. Sus metas han sido modernizar el sector público, crear
condiciones favorables para el sector privado y el crecimiento de las exporta-
ciones, reducir la pobreza, invertir en el capital humano y fortalecer la
gestión del medio ambiente y los recursos naturales del país.
38 Véase PNUD, Estado de la nación, pp. 43-66. Según el Banco
Interamericano del Desarrollo (BID), uno de los resultados directos del crec-
imiento estable de la economía ha sido que la población urbana se ha visto
favorecida con mejores oportunidades de trabajo e ingresos, pero no ha suce-
dido lo mismo con la población rural, que ahora está separada del segmento
urbano por una brecha aún más profunda que antes. Asimismo el BID
advierte que la pobreza es consecuencia de la marginación sociocultural y
advierte que “hay mucho que hacer para cambiar los mecanismos de
exclusión que están profundamente enraizados y crear condiciones efectivas y
reales para erradicar la pobreza estructural en la sociedad” salvadoreña.
BANCO INTERAMERICANO DE DESARROLLO (BID), El Salvador National
Reconstruction Program [El programa de reconstrución nacional de El Salvador], 1999,
p. 6.
39 BID, Programa de reconstrución, p. 5.
40 De acuerdo con el Banco Mundial, en 1997 “48.3% de los hogares eran
pobres, 28.7% pobres relativos y 19.6% pobres absolutos.” El Ministerio de
Economía calcula que se necesitarán de 18 a 20 años para erradicar la pobreza
extrema en El Salvador y 35 para duplicar el ingreso per cápita de
USD$115.74. NORTH AMERICAN CONGRESS ON LATIN AMERICA (NACLA),
A Painful Peace. El Salvador After the Accords [Una paz delorosa. El Salvador
después de los acuerdos], 1995; PNUD, Estado de la nación, p. 20; Murcia,
Transición y Participación, p. 130.
41 PNUD, Estado de la nación, pp. 37.
42 De acuerdo con el PNUD, la “incertidumbre de la desocupación afecta a
ocho de cada 10 salvadoreños, la de la desocupación a tres de cada 10 ocupa-
dos y la del trabajo temporal a casi siete de cada 10 de los asalariados rurales y
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a cerca de tres de cada 10 asalariados urbanos”. Véase Murcia, Transición y
Participación, pp. 130-131; y PNUD, Estado de la nación, p. 12.
43 PNUD, Estado de la nación, pp. 37-38.
44 Ibid., p. 6. Véase también Murcia, Transición y Participación, p. 130.
45 La rápida expansión de estos sectores no ha sido motivo de preocupación,
pero sí la ausencia de homogeneidad en el proceso de crecimiento, especial-
mente en la agricultura, donde se concentra la mayor parte de la población
pobre. PNUD, Estado de la nación, pp. 45-46.
46 Ibid., pp. 51-52.
47 Ibid., pp. 4-5.
48 Ibid., p. 5.
49 Ibid., pp. 5, 66.
50 En 1997 había un déficit de 571,470 viviendas que afectaba a un promedio
de dos millones y medio de salvadoreños. Entre 1992 y 1997 este déficit dis-
minuyó en apenas 4%. Ello indica que se necesitarían 56 años para reducirlo

a una décima parte. Ibid., pp. 12, 32.
51 A nivel nacional, solamente 65,8% de las viviendas tienen agua a su disposi-
ción, sea por cañería o proveniente de pozos comunes. Gran parte de la
población salvadoreña está a sentada en lugares que no tienen servicios bási-
cos. BID, Programa de reconstrución, p. 33.
52 ORGANIZACIÓN PANAMERICANA DE LA SALUD (OPS), La salud en las
Américas: El Salvador, vol. II, 1998, p. 255.
53 Ibid., p. 256.
54 ADS Y CDC, Encuesta nacional, p. 20.
55 OPS, Salud en las Américas, p. 256.
56 Ibid., p. 257.
57 A raíz de la pobreza, la población tiende a automedicarse. En una encuesta
realizada en 1997, 42% declaró haberlo hecho y 49.2% dijo haber consultado a
un farmacéutico, un curandero o una enfermera. 67% de los entrevistados
pertenecían a los segmentos de pobreza extrema y relativa, y las mujeres rep-
resentaban 55% de ellos. Véase PNUD, Estado de la nación, p. 31.
58 Ibid.
59 Ibid.
60 BANCO MUNDIAL, Indicadores de desarrollo, p. 90.
61 PNUD, Estado de la nación, p. 3.
62 El PNUD estima que en 1997, 20% de la población no había aprobado un
solo año escolar, 21% había cursado entre uno y tres años, 24% de cuatro a
seis, y solamente 8% de los salvadoreños tenía 13 o más años de escolaridad.
El lugar de residencia y los ingresos tienen mucha relevancia en relación con
la cantidad de años cursados por los salvadoreños y las salvadoreñas. Ibid., pp.
3, 21-22.
63 Ibid., p. 22.
64 Ibid., p. 4.
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65 Murcia,Transición y Participación, p. 130.
66 Un estudio de la Universidad Centroamericana José Simeón Cañas (UCA)
y la Organización Panamericana de la Salud (OPS) define cultura de violen-
cia como “un sistema de normas, valores o actitudes que permite, posibilita o
incluso estimula el uso de la violencia para resolver cualquier conflicto o
cualquier relación con otra persona”. Este estudio indica que 60% de los sal-
vadoreños está de acuerdo en matar para defender a su familia y 42% para
defender la propiedad. PNUD, Estado de la nación, p. 14.
67 Algunos estudios indican que “[l]a transición a una época de postguerra
con sus “carencias y limitaciones ha contribuido a generar las circunstancias
que alimentan la persistencia de la cultura de la violencia”. Indican que a ello
hay que agregar el “individualismo neoliberal, las conductas sociopáticas, la
débil institucionalidad estatal, la circulación no controlada de las armas, el
abuso del alcohol y las drogas y la pobreza”, que contribuyen a alimentar y
reproducir dicha cultura. “La cultura de la violencia”, Estudios Centroamericanos,
no. 588, año LII, octubre 1997, pp. 943–945.
68 En efecto, en una encuesta realizada en 1996, 40% de las personas opinó
que frente a la percepción de la falta de seguridad ciudadana y de justicia, era
mejor ignorar el ley cuando no se está de acuerdo con ella. PNUD, Estado de
la nación, p. 14 (citando la Encuesta de la Universidad Centroamericana José
Simeón Cañas). En otra encuesta realizada en 1998 se encontró que 37% de
los encuestados opinaba que ante la inoperancia del gobierno, las personas
tiene derecho a buscar justicia por cuenta propia. Véase ibid.
69 CENTRO DE INFORMACIÓN, DOCUMENTACIÓN Y APOYO A LA

INVESTIGACIÓN (CIDAI), “El Salvador en 1998: Política, economía y
sociedad”, en Estudios Centroamericanos, no. 603, año LIV, enero 1999, p. 85.
70 La ciudadanía ha buscado protección de agencias privadas y se ha armado,
causando la expansión del comercio de las armas de fuego. Cultura de la vio-
lencia, p. 938.
71 BID, Programa de reconstrución, p. 8.
72 Ibid.
73 CRISTINA GARAÍZABAL Y NORMA VÁZQUEZ, El dolor invisible – Una experi-
encia de grupos de auto-apoyo con mujeres salvadoreñas, Talasa Ediciones, Madrid,
1994, p. 25.
74 Ibid., p. 27
75 Ibid., p. 85
76 FNUAP, Estado de la población, p. 72.
77 NAOMI NETT Y ANN D. LEVINE, Where Women Stand [La situación de las
mujeres], 1997, p. 489.
78 BID, Programa de reconstrución, p. 9.
79 PNUD, Estado de la nación, p. 6. Esta diferencia del salario entre hombres y
mujeres existe aunque El Salvador haya ratificado la Convención sobre la
Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra de la Mujer, cuyo
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artículo 11 (1)(d) estipula que los “Estados Parte adoptarán todas las medidas
apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la esfera del
empleo a fin de asegurar a la mujer, en condiciones de igualdad con los
hombres, los mismos derechos, en particular el derecho a igual remu-
neración, incluso prestaciones, y a igualdad de trato con respecto a un trabajo
de igual valor, así como a igualdad de trato con respecto a la evaluación de la
calidad del trabajo.”
80 Ibid., p. 53.
81 NETT Y LEVINE, Situación de mujeres, p. 496.
82 Ibid., p. 485.
83 Entrevista telefónica con el licenciado Carlos García de la Embajada de El
Salvador, realizada en Nueva York el 11 de enero, 2000 (notas en los archivos
del CRLP).
84 PNUD, Estado de la nación, p. 8.
85 La actualización de los acuerdos de paz en el próximo milenio. Un reto para la con-
strucción de la democracia genérica en El Salvador (mimeo), Memorias de Reunión
organizada por CEMUJER, 1999, p. 60.
86 Ibid., pp. 60-61.
87 Murcia, Transición y Participación, p. 130.
88 El artículo 200 del Código Penal estipula: “El que ejerciere violencia sobre
su cónyuge o sobre la persona con quien conviviere maritalmente o sobre sus
hijos de aquellos, sujetos a la autoridad parental, pupilo menor o incapaz
sometido a su tutela o guarda o en sus ascendientes, por medio de actos que
no tengan una pena menor señalada en el Código, será sancionado con
prisión de seis meses a un año. En estos casos se aplicará previamente la Ley
Contra la Violencia Intrafamiliar.” Código Penal con todas sus reformas
incorporadas, vigente desde el 20 de abril, 1998, Editorial Lis, San Salvador,
1999.
89 Ley Contra la Violencia Intrafamiliar, Decreto no. 902 del 28 de noviem-
bre. 1996.
90 Ibid., art. 3.
91 Ibid., art. 7.
92 El ISDEMU fue creado por el Decreto Legislativo no. 644 de febrero de
1996. El Plan para combatir la violencia establece tres objetivos estratégicos y
una serie de acciones para enfrentar el problema de la violencia intrafamiliar
y la agresión sexual contra la mujer. Gracias a esta iniciativa y a otras el
problema de la violencia contra la mujer se ha visibilizado en El Salvador.
INSTITUTO SALVADOREÑO PARA EL DESARROLLO DE LA MUJER (ISDEMU),
Política Nacional de la Mujer, San Salvador, Septiembre de 1997, p. 39.
93 PNUD, Estado de la nación, p. 27.
94 BANCO MUNDIAL, Indicadores de desarrollo, p. 98.
95 Ibid.
96 ASOCIACIÓN DEMOGRÁFICA SALVADOREÑA (ADS). 35 Aniversario. Mayo
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1962-1997 (mimeo), 1997, p. 1. La ADS es una organización privada, fundada
en 1962; dedicada a la educación e información de la población sobre pater-
nidad y maternidad responsable, y al diseño e implementación de programas
que brindan servicios de salud sexual y reproductiva, así como de planifi-
cación familiar.
97 ASOCIACIÓN DEMOGRÁFICA SALVADOREÑA (ADS) et al., Encuesta Nacional
de Salud Familiar (FESAL–93), El Salvador, abril de 1994, p. 80.
98 Ibid.
99 Ibid., arts. 73, 74.
100 ADS Y CDC, Encuesta nacional, p. 6.
101 Otros métodos son la inyección (8.9%) y los orales (8.1%). Véase ibid., pp.
6, 7.
102 Ibid., p. 8.
103 FNUAP, Estado de la población, p. 27.
104 ADS Y CDC, Encuesta nacional, pp. 6-9.
105 Ibid., p. 9 y tablas 2.4, 2.5, 3.2.
106 PROCURADURÍA PARA LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS DE EL

SALVADOR, Derechos humanos de exigencia individual: Derechos de la mujer, inciso
5.3.
107 En el estudio, cuando se pregunta a las mujeres si ambos miembros de la
pareja participan en materia de planificación familiar, sólo un 36.7% dice que
sí. Pero cuando se pregunta a los hombres, el 70,6% dice que ambos lo hacen.
Por otro lado, un 50.9% de las mujeres dice que ellas son las que deciden
sobre el tema, comparado con un 9.8% de hombres que dicen que son ellas
las que deciden en cuanto al uso de métodos anticonceptivos. MINISTERIO

DE SALUD PÚBLICA Y ASISTENCIA SOCIAL (MSPAS) et al., Análisis de situación
de salud según condiciones de vida con enfoque de género, Municipio de Guazapa, San
Salvador, El Salvador, Informe final, 1995, p. 36.
108 Varias personas entrevistadas para este informe se manifestaron en este
sentido. Una jueza dijo algo similar al observar que las mujeres, cuando
quedan embarazadas, se sienten obligadas a aceptarlo porque los hombres
“son los que mandan” y ellas tienen que tener los hijos que sea. Entrevista
con Nora Montoya, realizada el 18 de agosto, 1999 (notas en los archivos del
CRLP).
109 MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA Y ASISTENCIA SOCIAL (MSPAS), Normas
de atención en salud para las y los adolescentes. Manual expedido por Resolución
Ministerial no. 374, 9 de febrero, 1998, p. 7.
110 Ibid., p. 6.
111 Ibid.
112 Ibid., p. 7.
113Este porcentaje es 71% en el área rural comparado con 82.5% en las áreas
urbanas. Véase ADS Y CDC, Encuesta nacional, p. 12.
114 Ibid., p. 14
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115 Ibid., cuadro 5.5.
116 Ibid., p. 14.
117 Ibid., cuadro 5.5.
118 Ibid., cuadro 5.5.
119 MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA Y ASISTENCIA SOCIAL (MSPAS), Plan
nacional de prevención y control de ETS-VIH/SIDA 1999-2000, San Salvador,
abril de 1999, p. 10.
120 Ibid.
121 Véase CRLP, Salud pública.
122 Por ejemplo, la ADS, que tiene a cargo la FESAL desde 1975 para estudiar
los niveles y tendencias de fecundidad y el uso de anticonceptivos en El
Salvador, no les pregunta a los encuestados sobre el aborto. De acuerdo con
José Mario Cáceres, del ADS, esto se debe a una cuestión “ética y política”;
asimismo temen realizar este tipo de preguntas y que les hagan violar la con-
fidencialidad que deben a las mujeres encuestadas. Véase Entrevista Cáceres.
123 En 1998, el MSPAS registró 7,436 hospitalizaciones por aborto a nivel
nacional. En el primer semestre de 1999, el Ministerio ya había contado 3,766.
MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA Y ASISTENCIA SOCIAL (MSPAS), “Cuadro de
hospitalización, abortos y muertes maternas”, 1998 y enero a junio de 1999
(en los archivos del CRLP).
124 MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA Y ASISTENCIA SOCIAL (MSPAS),
DIRECCIÓN DE LA ATENCIÓN A LA PERSONA, “Cuadro de abortos y mortali-
dad materna”, enero a diciembre de 1998 (en los archivos del CRLP).
125 MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA Y ASISTENCIA SOCIAL (MSPAS),“Cuadro
de hospitalización, abortos y muertes maternas”, enero a junio de 1999 (en
los archivos del CRLP).
126 HOSPITAL NACIONAL DE MATERNIDAD “DR. RAÚL ARGUELLO

ESCOLÁN”, “Cuadro de casos de abortos atendidos en el Hospital Nacional
de Maternidad”, agosto de 1999 (en los archivos del CRLP).
127 Algunos hospitales utilizan las categorías de aborto séptico, espontáneo e
inducido. Otros, como el Hospital Nacional de Maternidad, usan cuatro cat-
egorías: aborto incompleto, aborto fallido, aborto séptico, y aborto molar. Es
decir, no hay consistencia en el registro de datos y esta clasificación no refle-
ja las dimensiones del aborto inducido ni permite una aproximación a esta
realidad.Véase ibid.
128 MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA Y ASISTENCIA SOCIAL (MSPAS), Plan
Nacional de Salud Reproductiva, San Salvador, abril de 1999, p. 39.
129 Ibid., p. 45.
130 En efecto, el Código Penal de 1973 establecía en el artículo 169 los casos
en los que el aborto no era punible: (1)El aborto culposo propio que se
hubiere ocasionado la mujer o la tentativa de ésta para causar su aborto; (2)
El aborto realizado por facultativo con el propósito de salvar la vida de la
madre, si para ello no hubiere otro medio, y si se realizare con el consen-
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timiento de la mujer y previo dictamen médico. Si la mujer fuere menor,
incapaz o estuviera imposibilitada para dar el consentimiento, será necesario
el de su cónyuge, el de su representante legal, o el de un pariente cercano;
(3) El realizado por facultativo, cuando se presumiere que el embarazo es
consecuencia de un delito de violación o de estupro y se ejecutare con el
consentimiento de la mujer; o (4) El practicado por facultativo con el con-
sentimiento de la mujer cuando el propósito sea evitar una deformidad pre-

visible grave en el producto de la concepción. Véase Código Penal de 1973.
131 El nuevo Código Penal derogó el anterior. Por el aborto consentido y
propio se asigna una pena de dos a ocho años de prisión; por el aborto sin
consentimiento se asigna una pena de cuatro a 10 años; por el aborto agrava-
do se asigna una pena de seis a 12 años, además el imputado no podrá ejercer
su profesión por el mismo periodo; y por la inducción o ayuda al aborto se
asigna una pena de dos a cuatro años de prisión. Véase Código Penal, arts.
133–136.
132 Ibid., arts. 133-137.
133 La Constitución Política, con anterioridad a las reformas, establecía el
derecho a la vida en el artículo 2 en los siguientes términos: “Toda persona
tiene derecho a la vida, a la integridad física y moral, a la libertad, a la
seguridad, al trabajo, a la propiedad y posesión, y a ser protegido en la con-
servación y defensa de los mismos.” Constitución Política de la República de
El Salvador con todas sus reformas incorporadas, vigente desde el 16 de

diciembre, 1983, Editorial Lis, San Salvador, 1999, art. 2.
134 Ibid., art. 1.
135 En esta conferencia, la esposa del presidente salvadoreño, Elizabeth de
Calderón Sol, declaró que el gobierno de su país se proponía ayudar a las
familias con el fin de proteger la vida desde el momento de la concepción.
Discurso de la Primera Dama de El Salvador en la Conferencia Mundial
sobre la Población y el Desarrollo, El Cairo, 1994 (en los archivos del CRLP).
136 Declaración del Representante de El Salvador en la Conferencia Mundial
sobre la Población y el Desarrollo, Cairo, 1994 (en los archivos del CRLP).
Véase NACIONES UNIDAS (NU), CONFERENCIA INTERNACIONAL SOBRE LA

POBLACIÓN Y EL DESARROLLO (CIPD), Programa de Acción, Cairo, Egipto, 5-
13 de septiembre, 1994, Doc. A/CONF.171/13/Rev.I y también NACIONES

UNIDAS (NU), CONFERENCIA INTERNACIONAL SOBRE LA POBLACIÓN Y EL

DESARROLLO (CIPD), Declaraciones y reservas formuladas oralmente con respecto al
Programa de Acción.
137 Véase NACIONES UNIDAS (NU), CUARTA CONFERENCIA MUNDIAL

SOBRE LA MUJER (CCMM), La Declaración de Beijing y Plataforma de Acción,
Beijing, China 4-15 de septiembre, 1995, Doc. DPI/1766/Wom, cap. V y
NACIONES UNIDAS (NU), CUARTA CONFERENCIA MUNDIAL SOBRE LA

MUJER (CCMM), Reservas y declaraciones en cuanto a la interpretación de la
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Declaración y la Plataforma de Acción de Beijing, p. 186.
138 Una de las primeras propuestas consistió en que la Asamblea Legislativa
iniciara una investigación sobre las clínicas de aborto y los médicos y enfer-
meras que los practicaban, esgrimiéndose el argumento de que “algunas per-
sonas que se llaman profesionales y que con sus actos testifican el salvajismo y
el canibalismo de la práctica más absurda, incoherente y contradictoria de la
vida, EL ABORTO, acto que va en contra del principio más sagrado para
todo ser humano como es LA VIDA”, según declaró el diputado de ARENA,
Gerardo Suvillaga. Expediente no. 1578-11-92,Asamblea Legislativa de El
Salvador, 1992.
139 Expediente no. 2184-6-93 de la Asamblea Legislativa de El Salvador, 1993.
Al parecer, esta propuesta nunca fue plenamente discutida por la Asamblea,
ya que en septiembre de 1999 un diputado del partido Unión Social
Cristiana la volvió a presentar y sigue siendo estudiada. Expediente no. 2321-
9-99, Asamblea Legislativa de El Salvador, 1999.
140 Esta campaña fue básicamente un fracaso. Si bien se hicieron algunos
arrestos, éstos fueron considerados ilegales porque los funcionarios de la
policía están “desautorizados para actuar encubiertamente, excepción que se
hace en el caso de los estupefacientes, establecida en el artículo 63 de la Ley
de Actividades Relativas a las Drogas”. EDWARD GUTIÉRREZ, “Fracasan 3
operaciones encubiertas”, La Prensa Gráfica, 26 de mayo, 1997. Sólo en sep-
tiembre de 1999 se aprobó una reforma del Código Penal para permitir
específicamente a la policía efectuar operaciones clandestinas. La Unidad de
Delitos en Contra del Menor y la Mujer ha estudiado esta nueva ley, llegando
a la conclusión de que el uso de un agente encubierto sería improbable.
Entrevista con Suzanne de Tablas, Jefe de la Unidad de Delitos Contra el
Menor y la Mujer de la Fiscalía General de la República de El Salvador, real-
izada el 7 de octubre, 1999 (notas en los archivos del CRLP), [en adelante
Entrevista de Tablas I].
141 Declaró que su gobierno era “defensor absoluto de la vida. [...] No debe-
mos liberalizar estas situaciones que atropellan la dignidad humana y la per-
sona humana”. SUSANA JOMA, “Rechazo general al aborto”, El Diario de Hoy,
22 de abril, 1997.
142 El Ministro declaró: “Que quede bien claro que en nuestros hospitales no
vamos a permitir el aborto. Como médicos nos han educado para salvar vidas
y no para matar a las criaturas.” TANIA MORENO, “Salud se pronuncia contra
el aborto”, La Prensa Gráfica, 24 de abril, 1997.
143 Véase ibid.
144 Esta deducción se hace del análisis de más de 50 artículos de prensa com-
pilados durante este periodo. Compilación de artículos de periódico, (en los
archivos del CRLP).
145 Artículo editorial “Contra el aborto”, La Prensa Gráfica, 18 de abril, 1997.
146 JOSÉ VICENTE COTO, “El derecho a vivir”, La Prensa Gráfica, 6 de abril,
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1997.
147 Véase, por ejemplo, artículos de La Prensa Gráfica, el 5 de mayo, 1997.
148 ROBERTO TURCIOS, “El aborto en la Asamblea”, La Prensa Gráfica, 29 de
abril, 1997.
149 Avisos pagados de la Fundación Sí a la vida, publicados en La Prensa
Gráfica el 2, 14 y 16 de abril, 1997. La información contenida en estos avisos
no corresponde con los resultados de estudios que demuestran que el aborto
seguro no es dañino para la salud de la mujer. Véase en general la página
web del National Abortion and Reproductive Rights Action League
(NARAL), http://www/naral.org/choice/health/intro.html.
150 La misma carta advirtió que “si no se respeta el derecho a la vida, ningún
otro derecho está a salvo y ninguna ley tiene sentido”. Citando al Papa Juan
Pablo II, la Conferencia Episcopal también recordó que, si no se respeta la
vida del nonato ni los valores humanos y religiosos, “la sociedad entra en un
proceso de desintegración social”. CONFERENCIA EPISCOPAL DE EL

SALVADOR, Si no se respeta la vida, ningún otro derecho está a salvo (carta abierta),
5 de enero, 1997.
151 IVÁN ESCOBAR, “La legalización del aborto es un problema de todos:
Iglesia Católica”, Co Latino, 21 de abril, 1997.
152 JAIME GARCÍA, “Arzobispo pide detener el aborto”, El Diario de Hoy, 13 de
enero, 1997.
153 Para mayor información sobre otras perspectivas religiosas en torno al
aborto, véase CRLP, “La perspectiva ética y religiosa del aborto”, en
Reflexiones sobre el aborto, Nueva York, 1999.
154 Muchos llevaban carteles que decían: “Sí a la vida. No al aborto”; “La
decisión de la vida es sólo de Dios.” Según la Fundación Sí a la Vida, el
motivo de estas manifestaciones era mostrar a los legisladores y al resto del
mundo que “todos los salvadoreños decimos sí a la vida y que no estamos de
acuerdo con que se asesine a un niño en el vientre de la mamá”. FRANCISCO

MEJÍA, “Jóvenes dicen ‘Sí a la vida!’”, en El Diario de Hoy, 25 de abril, 1997.
155 En un documento presentado ante la Asamblea Legislativa, el Comité
Defendamos la Vida afirmó que, “biológica, genética y científicamente, está
demostrado que desde el instante de la concepción hay vida humana. Desde
ese instante se constituye el código genético del ser humano y se mantiene
inalterado hasta su muerte. Por tanto, desde el instante de la concepción se
trata de una persona viva, individual, única e irrepetible”. Véase JOMA,
Rechazo general al aborto. Asimismo, Julia Regina de Cardenal, Vicepresidenta
de la Fundación Sí a la Vida, declaró en una entrevista que “no existe el
aborto terapéutico, porque la tecnología y la medicina se encuentran en esta-
dos tan avanzados que la mujer ya no corre peligro durante el embarazo. Los
médicos tienen que pensar en sus dos pacientes: la madre y el feto. Los médi-
cos tienen que hacer lo posible para llevar el embarazo a término para salvar-
los a los dos”. Entrevista con Julia Regina de Cardenal, Vicepresidenta de la
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Fundación Sí a la Vida, realizada el 23 de agosto, 1999 (notas en los archivos
del CRLP), [en adelante Entrevista de Cardenal]. Debe aclararse que la idea
de que la vida empieza en el momento de la concepción no ha sido probada
científicamente. Esta pregunta no se puede contestar con una ley o un prin-
cipio científico como lo destacan diferentes y reconocidos científicos. “El
único ‘consenso’ que se puede decir que existe entre los científicos sobre el
problema de cuándo empieza la vida humana es que la ciencia, únicamente,
no puede contestar esa pregunta.” Mientras que la ciencia puede decirnos
cuándo se pueden detectar ciertos atributos biológicos, no puede decir qué
atributos biológicos establecen la existencia del ser humano. “[Q]ue la vida
humana empiece en el momento de la concepción no es un problema médi-
co o científico, sino un problema filosófico y religioso que ‘depende de cómo
uno define la persona y el ser.’” Véase “Amici Curiae Brief of 167
Distinguished Scientists and Physicians, Including 11 Nobel Laureates, in sup-
port of Appellees” [Amici Curiae de distinguidos científicos y médicos
incluyendo 11 premios Nobel, en apoyo de los apelantes], William L. Webster
et al. c. Reproductive Health Services et al., en Supreme Court of the United
States, no. SS-605, octubre de 1988, pp. 4-6.
156 Véase SANDRA MORENO, “No hay sobrepoblación”, El Diario de Hoy, 27
de abril, 1997.
157 Véase CRLP, Efectos de legislaciones, en la cual se señala que en aquellos
países en donde se ha legalizado el aborto y se da un amplio acceso a méto-
dos de planificación familiar, disminuye el número de abortos.
158 JULIA REGINA DE CARDENAL, “El aborto es un horrible crimen”, El Diario
de Hoy, 18 de abril, 1997.
159 En una entrevista telefónica acerca de este tipo de publicidad, la señora de
Cardenal declaró que su organización hace lo que dice el anuncio: “A las
mujeres con embarazos inesperados se les ayuda en la manera correcta” y
“salen de aquí felices, queriendo a sus niños. Les hablamos del riesgo del
aborto; es un centro de ayuda para la mujer. Estamos en contra de engañar a
la mujer, que es lo que hacen las feministas. Hay que ayudarlas de la manera
que se debe”. Entrevista telefónica con Julia Regina de Cardenal,
Vicepresidenta de la Fundación Sí a la Vida, realizada el 6 de septiembre,
1999 (notas en los archivos del CRLP), [en adelante Entrevista telefónica de
Cardenal].
160 En la Carta abierta, Si no se respeta la vida, ningún otro derecho está a salvo de
la Conferencia Episcopal de El Salvador se critica ampliamente esta propues-
ta.
161 Las figuras presentadas fueron: (1) Inducción al aborto: El que indujere a
una mujer a practicarse un aborto para evadir su responsabilidad paterna o la
de otro, será sancionado con prisión de cuatro a ocho años si el hecho se
consumara (2) Aborto por violencia intrafamiliar: El que causare un aborto
como consecuencia de la violencia intrafamiliar será sancionado con prisión
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de cuatro a ocho años.
“Propuesta de las Organizaciones de Mujeres ante los Ultimos
Acontecimientos”, abril de 1997 (mimeo en los archivos del CRLP).
162 “Aborto divide a diputados”, El Diario de Hoy, 25 de abril, 1997.
163 Entrevista con Lorena Peña, diputada del FMLN, realizada el 9 de sep-
tiembre, 1999 (notas en los archivos del CRLP), [en adelante Entrevista
Peña].
164 Declaró que el aborto “practicado por ‘aborteros’ diplomados, o por técni-
cos entrenados, usando los mejores instrumentos, es un método cruel, es un
método cruento, es un método que causa la muerte del ‘niño’, que daña cier-
tamente a la mujer en un cien por ciento – un trauma psicológico –, en un
25% un daño orgánico y muchas veces le puede causar la muerte”.
Transcripción del debate de la Asamblea Legislativa de El Salvador sobre la
ley de aborto en el Código Penal, 25 de abril, 1999 (en los archivos del
CRLP).
165 Para información general sobre diferentes estudios que ratifican la seguri-
dad para la salud de la mujer de los abortos practicados en condiciones ade-
cuadas, véase la página web del NARAL,
<http://www.naral.org/choice/health/intro.html>.
166 Transcripción del debate sobre aborto.
167 El siguiente es el texto de los artículos del Código Penal que fueron
aprobados: (1) Aborto consentido y propio - Artículo 133 – El que provocare un
aborto con el consentimiento de la mujer o la mujer que provocare su propio
aborto o consintiere que otra persona se lo practicare, serán sancionados con
prisión de dos a ocho años; (2) Aborto sin consentimiento - Artículo 134 – El que
provocare un aborto sin consentimiento de la mujer, será sancionado con
prisión de cuatro a diez años. En la misma pena incurrirá el aborto de la
mujer, habiendo logrado su consentimiento mediante violencia o engaño; (3)
Aborto agravado - Artículo 135 – Si el aborto fuere cometido por médico, farma-
céutico o por personas que realizaron actividades auxiliares de las referidas
profesiones, cuando se dedicaren a dicha práctica, será sancionado con prisión
de seis a doce años. Se impondrá además la pena de inhabilitación especial
para el ejercicio de la profesión o actividad por el mismo periodo; (4)
Inducción o ayuda al aborto - Artículo 136 – Quien induzca a una mujer o le
facilite los medios económicos o de otro tipo para que se practique un abor-
to, será sancionado con prisión de dos a cinco años. Si la persona que ayuda
o induce al aborto es el progenitor del aborto, la sanción se aumentará en
una tercera parte de la pena máxima señalada en el inciso anterior; y (5)
Aborto culposo - Artículo 137 – El que culposamente provocare un aborto será
sancionado con prisión de seis meses a dos años. El aborto culposo ocasiona-
do por la propia mujer embarazada, ni la tentativa de ésta para causar su

aborto no es punible.
168 Véase TURCIOS, Aborto en la Asamblea.
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169 Mediante Decreto Legislativo no. 541 del 3 de febrero, 1999 se ratificó el
artículo 1 del acuerdo de reforma constitucional del 30 de abril, 1997, el cual
adicionó el inciso 2 al artículo 1 de la Constitución Política.
170 Por ejemplo, el diario La Prensa Gráfica publicó un artículo explicando en
qué consiste un aborto, en el cual se hablaba de las causas, los tipos de aborto
y sus consecuencias. Se afirmaba erróneamente que un aborto puede causar
cáncer de mama, cuando la verdad es que un procedimiento abortivo llevado
a cabo en condiciones poco higiénicas y sin las técnicas adecuadas y por per-
sonal no calificado es el que representa un riesgo real de muerte para la
mujer. “Médicos cuestionan restricciones al aborto”, La Prensa Gráfica, 4 de
febrero, 1999. Para información general sobre diferentes estudios que ratifican
la seguridad para la salud de la mujer de los abortos practicados en condi-
ciones adecuadas véase la página web de NARAL,
<http://www.naral.org/choice/health/intro.html>.
171 Véase “Con la vida entre las manos”, El Diario de Hoy, 24 de marzo, 1998.
172 ROBERTO ALAS Y BLANCA ABARCA, “Un error despenalizar el aborto:
UTE”, La Prensa Gráfica, 1 de febrero, 1999.
173 LUIS LAÍNEZ, “Piden ratificación de reforma constitucional contra el abor-
to”, El Diario de Hoy, 2 de febrero, 1999.
174 Médicos cuestionan restricciones.
175 Transcripción del debate de la Asamblea General de El Salvador sobre la
reforma del Artículo 1 de la Constitución, 3 de febrero, 1999 (en los archivos
del CRLP).
176 Ibid.
177 Ibid.
178 Ibid.
179 Entrevista con Marta Valladares, diputada del FMLN, realizada el 7 de
octubre, 1999 (notas en los archivos del CRLP).
180 Transcripción del debate sobre la reforma del artículo 1 de la
Constitución.
181 Ibid.
182 “Penalización del aborto satisface a Sáenz Lacalle”, La Prensa Gráfica, 5 de
mayo, 1997.
183 Entrevista con Suzanne de Tablas, Jefe de la Unidad de Delitos Contra el
Menor y la Mujer de la Fiscalía General de la República de El Salvador ,
realizada el 16 y 23 de agosto y el 20 de septiembre, 1999 (notas en los
archivos del CRLP), [en adelante Entrevista de Tablas II].
184 Entrevistas con fiscales de San Salvador y Apopa, realizadas el 16 de agosto
y 3 de septiembre, 1999, respectivamente (notas en los archivos del CRLP),
[en adelante Entrevista San Salvador y Entrevista Apopa].
185 Entrevista con el director del Hospital de Maternidad de San Salvador,
miembros de la Sociedad de Ginecología y Obstetricia, el director y médicos
del Hospital Primero de Mayo del ISSS, y una doctora del Instituto de
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Medicina Legal; realizadas el 17, 26 y 30 de agosto, 1999 y el 7 de septiembre,
1999 (notas en los archivos del CRLP), [en adelante Entrevista Hospital de
Maternidad, Entrevista Sociedad de Ginecología y Obstetricia, Entrevista
Hospital Primer y Entrevista Instituto Medicinal Legal]. Entrevista
Rodríguez.
186 Entrevista con Ricardo Burgos, director del Hospital Nacional de
Maternidad, realizada el 26 de agosto, 1999 (notas en los archivos del CRLP),
[en adelante Entrevista Burgos]. Un ginecólogo entrevistado señaló que hay
muchas enfermedades graves que inevitablemente causan la muerte de la
mujer, a menos que se interrumpa el embarazo. Entrevista con Henry
Agreda, presidente de la Sociedad de Ginecología y Obstetricia de El
Salvador, realizada el 30 de agosto, 1999 (notas en los archivos del CRLP).187

Entrevista Burgos. Esta también fue la opinión de la fiscal a cargo de la
Unidad de Delitos Contra el Menor y la Mujer de la Fiscalía de
Zacatecoluca, quien dijo que la ausencia de denuncias indica que no se están
presentando casos de abortos en los hospitales o bien que los médicos simple-
mente no denuncian los casos de aborto. En cambio, cuando se trata de deli-
tos como violaciones o violencia intrafamiliar se informa inmediatamente a la
Fiscalía. Entrevista con fiscal de Zacatecoluca, realizada el 6 de octubre, 1999
(notas en los archivos del CRLP).
188 Carta inédita escrita por Vernon Madrigal Castro, de la Sociedad de
Ginecología y Obstetricia de El Salvador (copia en los archivos del CRLP).
189 Entrevista con María III, realizada el 31 de agosto, 1999 (notas en los
archivos del CRLP).
190 Entrevista con María I, realizada el 31 de agosto, 1999 (notas en los
archivos del CRLP).
191 Entrevista con Ruth Manzano de la Organización Panamericana de Salud,
realizada el 27 de agosto, 1999 (notas en los archivos del CRLP).
192 Entrevista Burgos.
193 Entrevista Peña.
194 Entrevista Rodríguez, y entrevista con Elisabeth Zelaya, diputada del
USC, realizada el 8 de septiembre, 1999 (notas en los archivos del CRLP).
Además, la Iglesia católica y la Fundación Sí a la Vida están estrechamente
ligadas a los sectores dominantes de El Salvador. El Arzobispo de San
Salvador le da gran apoyo a esa Fundación y a cambio recibe apoyo de las
ONG conservadoras. Véase también Entrevista Innocenti.
195 Entrevistas con Morena Herrera de Las Dignas y Azucena Quinteros de
MAM, realizadas el 15 de octubre, 1999 (notas en los archivos del CRLP),
[en adelante Entrevista Herrera y Entrevista Quinteros].
196 La señora Herrera declara que el artículo 136 del Código Penal sobre la
inducción o ayuda al aborto es muy ambiguo, porque el sólo hecho de
opinar y hablar sobre el tema podría ser tomado como una manera de induc-
ción al aborto y hasta conllevar sanciones penales. Por lo tanto, abordar el
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tema se hace mucho más difícil. Véase Entrevista Herrera.
197 Agrega que el movimiento de mujeres se está dedicando más a cuestiones
como la violencia, la participación de la mujer en política, la educación no
sexista y el desarrollo económico de las mujeres, y que casi no se tocan temas
como la sexualidad, el aborto y la identidad. Entrevista Quinteros.
198 Entrevista Cerna. Véase también Entrevista Innocenti. Esta última opina
que frente a una población tan religiosa deben diseñarse estrategias educativas
y de cabildeo acordes con esta realidad. La señora Cerna opina que a los gru-
pos de mujeres les corresponde además hacer sentir sus opiniones y sus per-
spectivas con más fuerza.
199 Entrevista Herrera.
200 Entrevista Peña.
201 Entrevista con Margarita Velado, asesora jurídica de la Primera Presidencia
del FMLN, realizada el 8 de septiembre, 1999 (notas en los archivos del
CRLP).
202 Decreto Legislativo no. 904 del 4 de diciembre, 1996.
203 PNUD, Estado de la nación, p. 92.
204 Otros objetivos de la reforma son: brindar mayor protección a la víctima;
que todos los involucrados en un caso o proceso estén presentes en todo
momento; que el proceso sea oral, transparente y más expedito; y que se
entregue el fal lo al imputado al terminar los argumentos de las partes.
CAMPAÑA DE EDUCACIÓN LEGAL POPULAR, CEMUJER-UTE, Elementos
básicos de la nueva reforma penal: Código Procesal Penal, [en adelante, CEMUJER-
UTE, Elementos de la nueva reforma penal], 1997, p. 3.
205 Código Procesal Penal con todas sus reformas incorporadas, vigente desde
el 20 de abril, 1998 [en adelante, Código Procesal Penal], Editorial Lis, San
Salvador, 1999, art. 83. Para una descripción simplificada del proceso penal
salvadoreño, véase Exposición de Motivos del Código Procesal Penal, en
Código Procesal Penal con todas sus reformas incorporadas. Editorial Lis, San
Salvador, 1999. Véase también CEMUJER-UTE, Elementos de la nueva reforma
penal.
206 Código Procesal Penal, art. 55
207 Ibid., art. 54.
208 Los criterios de oportunidad están establecidos en el artículo 20 del
Código Procesal Penal, que indica que en las acciones públicas, el fiscal podrá
solicitar al juez que se prescinda de la persecución penal de uno o varios de
los hechos imputados, respecto de uno o algunos de los partícipes o se limite
a una o algunas de las calificaciones jurídicas posibles en algunos casos como:
cuando se trate de un hecho que por su insignificancia, por lo exiguo de la
contribución del partícipe o por su mínima culpabilidad, no afecte el interés
público; o cuando el imputado haya realizado cuanto estaba a su alcance para
impedir la ejecución del hecho o haya contribuido decisivamente al esclarec-
imiento de la participación de otros imputados en el mismo hecho o en otro
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más grave.
209 La vista pública del proceso es una audiencia oral en la cual se produce el
interrogatorio de testigos, se introducen las pruebas y se producen las conclu-
siones del fiscal y el defensor.
210 Código Procesal Penal, art. 55-A.
211 Código Penal, art. 32.
212 Ibid., art. 33.
213 Ibid., art. 36.
214 Ibid., art. 35.
215 Ibid., arts. 133-137.
216 En esta categoría también se incluye a las mujeres que son vinculadas a un
proceso penal por el delito de aborto culposo y cuando los fiscales aún no
han adecuado la conducta a un tipo penal, pero se investiga como aborto.
217 Algunos fiscales inician investigaciones de homicidio y otros por aborto
sobre la base de un cálculo de las semanas de gestación que se estima que tiene
el feto; a los efectos de este estudio se han tomado en cuenta solamente los que
están registrados como procesos de aborto.
218 La mayoría de las mujeres (29) ha sido procesada por aborto consentido y
propio, cuatro están vinculadas a un proceso por aborto culposo y en los
restantes la Fiscalía no estaba segura de las circunstancias de los hechos y aún
no decidía qué cargo aplicar o no se dispone de información. Los casos de
aborto culposo fueron incluidos dado que, si bien es un aborto no penado, a
la mujer se la somete a un proceso penal.
219 Las edades más f recuentes son 18 años (siete mujeres), 19 (cinco) y 20
(seis).
220 Una tiene 34 años, otra 39 y otra 40.
221 Véase Código Penal, art. 17.
222 ENCYDA ARGUETA, “El Salvador: El precio del aborto”, en Servicio de
Noticias de la Mujer, San Salvador, 6 de julio, 1999, p. 2.
223 Entrevista San Salvador y también Entrevista Burgos.
224 El Cytotec es usado en casos de úlcera. En el área de ginecología se usa
para inducir labores de parto en las pacientes cuando es estrictamente nece-
sario. Al parecer la población llegó a saber de ello y las mujeres comenzaron
a introducirse Cytotec en la vagina para provocarse abortos. El permanganato
de potasio, del que también se piensa que es un abortivo, quema la piel
alrededor de la vagina. Las mujeres piensan que el sangrado producido es el
resultado de un aborto, pero en realidad es solamente una quemadura y no
afecta de ninguna manera al embarazo. Entrevista Burgos.
225 El artículo 232 del Código Procesal Penal indica que las siguientes per-
sonas “[t]endrán obligación de denunciar los delitos de acción pública: …2.
Los médicos, farmacéuticos, enfermeros y demás personas que ejerzan profe-
siones relacionadas con la salud, que conozcan esos hechos al prestar los aux-
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ilios de su profesión, salvo que el conocimiento adquirido por ellos esté bajo
el amparo del secreto profesional”.
226 De acuerdo a lo explicado por un entrevistado, la Secretaría de la Familia
del gobierno envió una circular a los hospitales advirtiendo que tienen la
obligación de denunciar los casos de abortos. Entrevista San Salvador y
Entrevista Burgos.
227 Entrevistas con fiscales de San Vicente, San Miguel, Usulután, Santa Ana,
Sensuntepeque, realizadas el 5, 6, 11y 12 de octubre, 1999, (notas en los
archivos del CRLP).
228 Entrevista con f iscal de Cojutepeque, realizada el 5 de octubre, 1999
(notas en los archivos del CRLP).
229 El artículo 87, inciso 3 del Código Procesal Penal estipula que el imputa-
do tendrá derecho a “ser asistido y defendido por el abogado que designe o
por un defensor público”.
230 No se hizo dado que se está determinando la causa del aborto o no pudo
probarse que hubiera un aborto, o no correspondió la designación de un
defensor de oficio.
231 Entrevista telefónica con fiscal de San Vicente, realizada el 20 de septiem-
bre, 1999 (notas en los archivos del CRLP), [en adelante Entrevista telefónica
San Vicente].
232 El artículo 87 del Código Procesal Penal establece que el imputado tendrá
derecho a abstenerse de declarar y a que no se empleen contra él medios
contrarios a su dignidad. En este sentido, los exámenes físicos sobre la mujer
pueden considerarse medios que atentan contra su dignidad, y por tanto la
mujer y su defensor pueden objetar a que éstos se les practiquen.
233 Aunque los fiscales actúan de manera coordinada con los hospitales, de
acuerdo a ellos muchas veces los mismos médicos “dificultan” su trabajo.
Afirman que lo primero que hacen éstos es darle “asistencia a la mujer y sólo
después, si no se encuentran evidencias obvias, la examinan para ver qué
pudo haber provocado el aborto”. Por este motivo, los fiscales se quejan de
que los médicos destruyen las pruebas. Entrevistas con fiscales de Soyapango
y Mejicanos, realizadas el 20 y 24 de agosto, 1999, respectivamente (notas en
los archivos del CRLP) y también Entrevista telefónica San Vicente.
234 Entrevista con Linda de Montalva, doctora del Instituto de Medicina
Legal, realizada el 7 de octubre, 1999 (notas en los archivos del CRLP), [en
adelante Entrevista de Montalva].
235 Entrevista con Defensor Público, realizada el 13 de octubre, 1999 (notas en
los archivos del CRLP), [en adelante Entrevista defensor público]. El proced-
imiento abreviado está regulado en el artículo 379 del Código Procesal Penal.
236 En este sentido, el Código Penal contempla como atenuantes el estado
anímico de la persona que la puede llevar a cometer un delito, el hecho que
la persona busca atenuar las consecuencias dañinas del delito, y finalmente
operan como atenuantes las circunstancias que el juez puede evaluar en un
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caso particular, como el contexto económico, social y cultural de la mujer
que le permite atenuar la responsabilidad penal. Véase Código Penal, art. 29.
237 También opina que es irresponsable tomar el tema del aborto de manera
unilateral. Dice que debería haber un sistema para apoyar a la mujer propor-
cionado por el Estado o por ONG, especialmente en aquellos casos de vio-
lación en los que la mujer queda embarazada, y para informarla de su posi-
ción ante la ley y ayudarla a superar el trauma, pero dejando que ella decida
por sí sola. Entrevista con defensor particular, realizada el 8 de octubre, 1999
(notas en los archivos del CRLP).
238 Declara que el sistema judicial salvadoreño no protege a la mujer y que el
Estado parece proteger sólo la vida antes de nacer y no después. Se pregunta
que: “¿de qué sirve que una niña de 17 años tenga un niño que el E stado no
pueda cuidar una vez que nazca?” Entrevista defensor público.
239 Código Penal, art. 27, no. 3.
240 Código Procesal Penal, arts. 292, 293.
241 Las medidas sustitutivas están contempladas en el artículo 295 del Código
Procesal Penal. De manera general, cuando éstas se decretan, la mujer queda
baja arresto domiciliario, al cuidado o vigilancia de un juez; se debe presentar
cada tanto tiempo ante éste o ante el tribunal que corresponda y no puede
salir del país. El Juez de Vigilancia Penitenciaria fiscaliza el cumplimiento de
las medidas sustitutivas; de comprobarse violaciones, el juez revoca esas medi-
das e impone la detención provisional.
242 La voluntad de colaborar puede significar, por ejemplo, que si una mujer
acudió a una clínica clandestina, tendría que dar el nombre de la persona que
le hizo el aborto o al menos indicar dónde está esa clínica; también se apli-
can más a menudo si la imputada es madre soltera y jefa de hogar y no hay
quien pueda encargarse de sus otros hijos. Entrevistas con fiscales de San
Salvador y Apopa, realizadas el 16 y 18 de agosto, 1999 y el 6 de septiembre,
1999 (notas en los archivos del CRLP), [en adelante Entrevista San Salvador
II y Entrevista Apopa II].
243 Código Procesal Penal, art. 295.
244 Véase sección Dvii. del Capítulo IV, donde se explica el sobreseimiento
provisional como forma de terminación de los procesos penales en El
Salvador. Ibid., cap. IV.
245 El artículo 308 del Código Procesal Penal establece los casos en los que se
puede dictar el sobreseimiento definitivo. El artículo 309 regula el sobre-
seimiento provisional. Ibid., arts. 308-309
246 Ibid., art. 249.
247 En la subregión de Nueva San Salvador, en una semana se encontraron
tres fetos en diferentes estados de descomposición. Una fiscal declaró que
“por cada caso de un feto o recién nacido abandonado hay una mujer con
muchos problemas que la l levaron a hacerse eso y que no tiene a quién
acudir; la ley no le da alternativas”. Entrevistas con fiscales de Soyapango y
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Chalatenango, realizadas el 27 de agosto y el 1 de septiembre, 1999, respecti-
vamente (notas en los archivos del CRLP), [en adelante Entrevista Soyapango
II], y también Entrevista Apopa
248 Ibid.
249 Véase sección B.2 de este capítulo, en el cual se i lustra la tensión que se
crea en el Código de Salud entre la protección de la salud de la mujer y la
protección al feto desde la concepción. Véase también Código de Salud con
reformas incorporadas, vigente desde el 11 de mayo, 1988, Editorial Jurídica
Salvadoreña, San Salvador, 1999, art. 48.
250 El artículo 244 del Código de Familia otorga derechos a los menores
“desde la concepción”, lo cual suscita dudas en cuanto al alcance de esta pro-
visión, en especial cuando los derechos de un feto entran en conflicto con
los derechos de la mujer. Véase el Código de Familia con todas las reformas
incorporadas, vigente desde el 13 de diciembre, 1988, Editorial Lis, San
Salvador, 1999, art. 244.
251 El artículo 72 del Código Civil establece que la “existencia de toda per-
sona principia al nacer, esto es, al separarse completamente de la madre”. Sin
embargo, el artículo 73 establece la protección del que está por nacer. Esto
también genera una tensión por cuanto si bien se establece la existencia legal
de toda persona con el nacimiento, se genera el interrogante de qué tipo de
protección jurídica se debe dar al feto cuando, no teniendo existencia jurídica
como persona, se le otorgan derechos bajo la ley, derechos que entran en
conflicto con los derechos de una persona existente, como es la mujer
embarazada, en el caso que esta mujer busque practicarse un aborto. Véase el
Código Civil con todas las reformas incorporadas, Editorial Lis, San Salvador,
1999.
252 Constitución Política, arts. 1-2.
253 Ibid., art. 3.
254 En 1997, se estima que la ta sa de mortalidad materna en El Salvador era
de 300 por cada cien mil nacidos vivos. BANCO MUNDIAL, Indicadores de desar-
rollo, p. 98.
255 Constitución Política, art. 2.
256 El artículo 3 de la Constitución establece: “Todas las personas son iguales
ante la ley. Para el goce de los derechos civiles no podrán establecerse restric-
ciones que se basen en diferencias de nacionalidad, raza, sexo o religión. No
se reconocen empleos ni privilegios hereditarios.” Ibid., art. 3.
257 Ibid., art. 1 y véase también art. 65.
258 Ibid., art. 12 y también Código Procesal Penal, art. 4.
259 Exposición de Motivos al Código Procesal Penal, p. 330.
260 Código de Salud, art. 48.
261 Ibid.
262 Código Civil, art. 72.
263 Ibid., art. 37.
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264 Ibid., art. 38.
265 Ibid., art. 284, inciso 2.
266 Código Penal, art. 187.
267 Entrevista de Montalva.
268 Aunque el médico está obligado a denunciar el delito de aborto inducido,
el artículo 232 del Código Procesal Penal crea una excepción dentro de la
que cabe el aborto para los médicos cuando la información es adquirida bajo
el amparo del secreto profesional. En efecto, el Código Penal establece:
“Obligación de Denunciar. Excepción – artículo 232, inciso 2. Tendrán obligación
de denunciar los delitos de acción pública: los médicos, farmacéuticos, enfer-
meros y demás personas que ejerzan profesiones relacionadas con la salud,
que conozcan esos hechos al prestar los auxilios de su profesión, salvo que el
conocimiento adquirido por ellos esté bajo el amparo del secreto profesional.”
Véase el Código Procesal Penal, art. 232.
269 El director del Hospital Nacional de Maternidad reconoció en una entre-
vista que los médicos sabían que, como resultado de la reforma de la ley
sobre el aborto, las mujeres iban a empezar a l legar a los hospitales sólo cuan-
do sus vidas estuvieran en grave peligro. La misma fuente declaró que, a su
juicio, se ha perdido la confianza en la relación entre médico y paciente.
Entrevista Burgos.
270 ISDEMU, Política Nacional de la Mujer.
271 MSPAS, Plan Nacional de Salud Pública.
272 MSPAS, Plan Nacional de Salud Reproductiva.
273 MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA Y ASISTENCIA SOCIAL (MSPAS), Normas
de Planificación Familiar, Resolución Ministerial no. 536, julio de 1999, p. 8.
274 MSPAS, Plan Nacional de Salud Reproductiva, p. 15.
275 Ibid., pp. 15, 19.
276 Ibid., p. 39.
277 Ibid., p. 45.
278 Constitución Política, art. 144. Dado que las disposiciones de los tratados
internacionales tienen rango de ley, sólo la Constitución Política está por
encima de los tratados internacionales, lo cual sin embargo no afecta o com-
promete el respeto a las obligaciones internacionales que surgen en este
ámbito con la ratificación de un tratado.
279 El Salvador ha suscrito y ratificado, entre otros: la Pacto Internacional de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (30 de noviembre, 1979) [Pacto
de derechos económicos y sociales], el Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos (30 de noviembre, 1979) [Pacto de derechos civiles y políti-
cos], la Convención de los Derechos del Niño (10 de julio, 1990)
[Convención del Niño], la Convención Americana de Derechos Humanos
(23 de junio, 1978) [Convención Americana], el Protocolo Adicional a la
Convención Americana de Derechos Humanos en el área de los Derechos
Económicos, Sociales y Culturales – “Protocolo de San Salvador” (6 de junio,
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1995) [Protocolo de San Salvador], la Convención Interamericana para
Prevenir y Sancionar la Tortura (5 de diciembre, 1994), la Convención sobre
la Eliminación de todas Formas de Discriminación contra la Mujer (2 de
junio, 1981) [Convención de la Mujer], y la Convención Interamericana para
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer - “Convención
Belém do Pará” (23 de agosto, 1995) [Convención Belém do Pará].
NACIONES UNIDAS, Multilateral Treaties Deposited with the Secretary General: status
as of 31 December, 1995 [Tratados multilaterales depositados con el Secretario General:
estatus al 31 de diciembre, 1995], ST/LEG/SER.E14, pp. 95, 111, 112, 198.
280 NACIONES UNIDAS (NU), Declaración Universal de Derechos Humanos, adop-
tada y proclamada el 10 de diciembre, 1948, adoptada por El Salvador en
octubre de 1948, art. 3.
281 El artículo 6(1) del Pacto de Derechos Civiles y Políticos indica que “[e]l
derecho a la vida es inherente a la persona humana. Este derecho estará pro-
tegido por la ley. Nadie podrá ser privado de la vida arbitrariamente”.
282 El artículo 4(1) de la Convención Americana establece que “[t]oda per-
sona tiene derecho a que se respete su vida….” ORGANIZACIÓN DE ESTADOS

AMERICANOS (OEA), Convención Americana de los Derechos Humanos, O.A.S.
Rec. OEA/SER.A/16, abierta para la firma el 22 de noviembre, 1969, art.
4(1).
283 El Comité de Derechos Humanos creado en los artículos 28 a 45 del
Pacto de Derechos Civiles y Políticos, está encargado de vigilar el cumplim-
iento de los estados parte de las obligaciones contenidas en dicho tratado, y
como tal emite recomendaciones y evalúa informes periódicos presentados
por los estados. El artículo 40(4) establece la facultad del Comité de emitir
recomendaciones, la cual ha sido ejercida desde 1981. El Protocolo adicional al
Pacto de Derechos Civiles y Políticos establece además la posibilidad de que
los individuos de un país signatario puedan presentar peticiones individuales
ante la Comisión.
284 COMITÉ DE DERECHOS HUMANOS DE LAS NACIONES UNIDAS (CDH), El
derecho a la vida: Observación general no. 6, UN Doc. CCPR/C/21/Rev.1, 30 de
julio, 1982, para. 5.
285 La Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) es uno de los
órganos del sistema interamericano de protección de los derechos humanos.
Estudia peticiones individuales que son presentadas primero ante la
Comisión, en la cual mediante un proceso se determina si el caso es l levado
ante la Corte. Véase OEA, Convención Americana, arts. 52-73.
286 Caso Godínez Cruz c. Honduras, sentencia el 20 de enero, 1989, en
Informe Reporte Anual de la Corte Interamericana de Derechos Humanos,
OEA/Ser.L/V/III.21, doc. 14, 13 de agosto, 1989, para. 185.
287 COMITÉ DE DERECHOS HUMANOS DE LAS NACIONES UNIDAS (CDH),
Observaciones finales del 65o período de sesiones del Comité de Derechos Humanos:
Chile, UN Doc. CCPR/C/79/Add.104, 30 de marzo, 1999, para. 3.
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288 Al revisar el informe sobre Perú en 1996, el Comité de Derechos
Humanos manifestó su preocupación por el hecho de que los abortos realiza-
dos en condiciones inseguras constituyeran la primera causa de mortalidad
materna en ese país. En este sentido recomendó que el Perú debía tomar
todas las medidas necesarias para evitar que las mujeres pierdan su vida por la
legislación restrictiva en esta materia. COMITÉ DE DERECHOS HUMANOS DE

LAS NACIONES UNIDAS (CDH), Observaciones finales del 58o periodo de sesiones
del Comité de Derechos Humanos: Perú, UN Doc. CCPR/C/79/add.72, 18 de
noviembre, 1996, para. 15. Véase también CDH, Observaciones finales de Chile,
para. 15.
289 CDH, Observaciones finales de Chile, para. 15.
290 Ibid.
291 NU, Pacto de derechos civiles y políticos, art. 9.1. Véase también OEA,
Convención Americana, art. 7.1.
292 El preámbulo del Pacto de Derechos Económicos y Sociales reconoce que
los derechos humanos “se desprenden de la dignidad inherente a la persona
humana”.
293 El preámbulo de la Declaración sobre la Eliminación de la Discriminación
contra la Mujer reafirma su fe “en la dignidad y el valor de la persona
humana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres”. Véase
Naciones Unidas (NU), Declaración sobre la Eliminación de la Discriminación con-
tra la Mujer, proclamada por la Asamblea General, Resolución 2263, 7 de
noviembre, 1967.
294La Convención Belém do Pará, artículo 1 define la violencia contra la
mujer como “cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause
muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el
ámbito público como en el privado”.
295 OEA, Convención Belém do Pará, art. 4.
296 CDH, Observaciones finales de Chile, para. 15.
297 COMITÉ PARA LA ELIMINACIÓN DE LA DISCRIMINACIÓN CONTRA LA

MUJER (CEDAW), La mujer y la salud: Recomendación general no. 24,
CEDAW/C/1999/I/WG.II/WP.2/Rev.1, 2 de febrero, 1999, para. 17.
298 NU, Declaración univeral, art. 2 (1).
299 NU, Pacto de derechos civiles y políticos, art. 3.
300 NU, Pacto de derechos económicos y sociales, art. 3.
301 OEA, Convención Americana, art. 1.
302 NU, Convención de la mujer, art. 2g.
303 Ibid., art. 1.
304 CEDAW, Recomendación sobre la mujer y salud, para. 14.
305 Para un análisis más detallado véase REBECCA COOK, “Gender, Health
and Human Rights, en Health and Human Rights” [Género, salud y dere-
chos humanos], vol. 1, no. 4, 1995; y REBECCA COOK, “Human Rights and
Reproductive Self-Determination” [Derechos humanos y autodeterminación
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reproductiva], en American University Law Review, vol. 44, no. 4, abril de 1995.
306 NU, Declaración universal, art. 25 (1).
307 NU, Pacto de derechos económicos y sociales, art. 12 (1).
308 NU, Convención de la mujer, art. 12 (1).
309 La Organización Mundial de la Salud define salud como un estado de
completo bienestar físico, mental y social, y no solo la ausencia de enfer-
medades. Véase ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (OMS), “About
WHO” [Sobre OMS],
<http://www.who.int/aboutwho/en/definition.html>, visitada el 13 de
julio, 2000. Sobre la base del concepto de salud desarrollado por la OMS, el
Programa de Acción y la Plataforma de Acción definen salud reproductiva
como la capacidad de disfrutar de una vida sexual satisfactoria y sin r iesgos de
procrear, y la libertad para decidir hacerlo o no hacerlo, cuándo y con qué
frecuencia. Véase CIPD, Programa de Acción, para. 7.2 y CCMM, Declaración de
Beijing y plataforma de acción, paras. 94, 97.
310 ORGANIZACIÓN DE ESTADOS AMERICANOS (OEA), Protocolo Adicional a la
Convención Americana de Derechos Humanos en el Area de los Derechos Económicos,
Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador,” adoptado el 17 de noviembre,
1988, entró en vigor el 16 de noviembre, 1999, art. 10.
311 NU, Declaración universal, art. 25 (1).
312 NU, Pacto de derechos económicos y sociales, art. 12.
313 Ibid., art. 12(1).
314 Ibid., para. 2.
315 Ibid., numerales a-d.
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